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THE ASTURIAN GENERATION OF JURISTS AND 
POLITICIANS IN THE TRANSITION FROM THE 

ENLIGHTENMENT TO EARLY LIBERALISM
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SUMARIO. I. NUEVO DERECHO, NUEVOS JURISTAS: UNIVERSIDAD, 
ACADEMIA Y COLEGIO DE ABOGADOS. II. DE LA FORMACIÓN Y 
PROFESIÓN JURÍDICAS A LA ACCIÓN POLÍTICA. III.  ENTRE  LA LEY Y 
EL FUERO

Resumen: Se trata de analizar, en el marco doméstico, local y provincial de 
un espacio concreto, Asturias, cómo sucedió y cómo se afrontó el tránsito 
de culturas jurídicas del Antiguo Régimen al Liberalismo, a través de 
algunos de sus protagonistas, una generación brillante de juristas que 
reformaron las bases de su formación universitaria en Derecho, y desde 
el ejercicio de la abogacía, las cátedras y otros oficios al servicio de la 
Monarquía ya administrativa y desde la experiencia del gobierno de sus 
casas, localidades y provincia se convirtieron en políticos gobernantes del 
nuevo Estado, y protagonizaron, en fin, los orígenes del constitucionalismo 
liberal hispánico.

Abstract: The paper analyses, within the domestic, local, and provincial 
framework of a specific área -Asturias- how the transition from the legal 
cultures of the Ancien Régime to Liberalism took place and how it was 
addressed. This is done through some of its protagonists: a brilliant 
generation of jurists who reformed the foundations of their university 
education in Law and who, through the practice of law, university 
professorships, and other offices in the service of the now administrative 
Monarchy, as well as through their experience in governing their 
households, towns, and province, became governing politicians of the 
new State and, ultimately, played a leading role in the origins of Hispanic 
liberal constitutionalism.

1 Este trabajo es el texto escrito derivado de la participación de la autora en el Coloquio 
internacional “La generación brillante. Agustín Argüelles vs. José iguel Ramos Arizpe y 
los orígenes del constitucionalismo liberal español y mexicano (1810-1837)”, celebrado en 
el Centro de Estudios Políticos y Constitucionales en Madrid, el 22 de enero de 2026.
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I. NUEVO DERECHO, NUEVOS JURISTAS: UNIVERSIDAD, ACADEMIA 
Y COLEGIO DE ABOGADOS

Viajar no solo a un tiempo -el último cuarto del siglo XVIII- sino tam-
bién a un espacio concreto, Asturias, nos permite acercarnos a una parte 
del complejo y exitoso proceso histórico general de identificación entre el 
Derecho y la ley. Se trata de plantear cómo sucedieron los grandes cam-
bios en los orígenes del constitucionalismo liberal hispánico a pequeña 
escala, en este caso provincial y local, que es donde se desarrollaba la 
vida. 

La configuración en plena Ilustración de un Derecho patrio o nacio-
nal, por un lado, provocó el desplazamiento a favor de la ley real de otros 
modos de declaración del derecho, como la jurisprudencia (la opinión de 
los prudentes o sabios en derecho, los juristas), pero también los dere-
chos propios consuetudinarios, incluidos los regnícolas y provinciales. 
Pero, además, el Derecho legal se presentó entonces como una realidad 
distinta e incluso alternativa al Derecho Común, base de la cultura ju-
rídica occidental bajomedieval y moderna, que hasta entonces engloba 
esas leyes como derecho propio y singular.

Con estas nuevas y más rupturistas que reformistas bases jurídicas, 
con la violencia de la guerra a partir de 1808, ocurrió el tránsito al consti-
tucionalismo liberal hispánico, el nacimiento jurídico de una nación y su 
derecho, efectivamente legal y, además, codificado conforme al método 
racional de ordenación de las normas2.

La pregunta es, ¿cómo sucedió y cómo se afrontó el tránsito de cul-
turas jurídicas en Asturias, y cómo desde Asturias, que no había sido 
hasta el momento cuna de grandes juristas al servicio de la Monarquía, 
surgió una generación brillante de juristas, ya políticos del nuevo Es-
tado, que protagonizó los orígenes del constitucionalismo liberal hispá-
nico?3

No es la primera vez que recuerdo que en su día escuché -y no ol-
vidé- al añorado profesor Joaquín Varela decir que, en este momento 
histórico, Asturias estaba más cerca de Londres que de Madrid. Lo decía 

2 Sigue siendo fundamental Giovanni Tarello, Storia della cultura guiridica moderna. 
Volume I. Assolutismo e codificazione del diritto, Società editrice Il Mulino, Bologna, 1976.

3 Destacados por Joaquín Varela Suánzes-Carpegna, Asturianos en la política Española, 
pensamiento y acción, KRK, Oviedo, 2006; e Ignacio Fernández Sarasola, Los constituyentes 
asturianos en las Cortes de Cádiz. Antología de discursos, Trea, Gijón, 2012. 
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para llamar la atención -y también para explicar la anglofilia de algunos 
de los primeros liberales-; pero no le faltaba razón como manifestación 
de que Asturias no era ninguna periferia de la Corona de Castilla, ni un 
desierto cultural. Durante años, una economía creciente de la hidalguía 
local había traído como consecuencia la introducción de cambios funda-
mentales en su ascenso profesional y social, para convertirse, digamos, 
en burguesía media formada por profesionales del derecho, que pronto 
querrán ocupar cargos de gobierno. 

De este modo, el caldo de cultivo que daría lugar a la generación 
brillante de Cádiz llevaba disolviéndose muchos años antes en todos los 
ámbitos, y son especialmente significativos los locales y domésticos.

En Asturias, podemos acercarnos al proceso a través del estudio, 
en el que estoy ocupada, de tres instituciones jurídicas utilizadas como 
instrumentos para la implantación de un nuevo concepto de Derecho. La 
Universidad de Oviedo, con su renovado plan de 1774, la Academia de 
leyes como complemento dominical de los nuevos estudios, y el Colegio 
de Abogados fundado en 1775 para la defensa de los intereses de estos 
profesionales. De todos se han cumplido 250 años, los mismos que el 
nacimiento de Argüelles (Ribadesella, 28 de agosto de 1776-Madrid, 26 
de marzo de 1844), uno de los principales hombres que ejemplifican el 
tránsito de culturas jurídicas4.

Los historiadores del Derecho especialistas en la historia de las uni-
versidades han demostrado hace tiempo que no era cierto que, hasta los 
planes ilustrados, los juristas en formación no estudiasen las leyes reales 
que aplicaban en el ejercicio profesional, de manera, además, imperativa 
y prioritaria por su procedencia soberana, y preferentemente como dere-
cho singular respecto del común5.

Era esta una excusa repetida por los ilustrados, la misma que de-
nunció Jovellanos al acceder a su primer puesto, en la alcaldía del cri-
men de la audiencia sevillana6. Escondía, en realidad, la intención de 

4 Su partida de bautismo se reproduce en su expediente de recepción como abogado, 
en el Archivo Histórico Nacional (en adelante, AHN), Consejos, 12163, expediente 11. 
De nombre Agustín Josef, fue hijo legítimo de José Argüelles Uría y Teresa Álvarez 
González, vecinos de la villa de Ribadesella. 

5 Destaca, sin duda, María Paz Alonso Romero, con distintos estudios, buena parte 
de ellos compilados en Salamanca, escuela de juristas. Estudios sobre la enseñanza del 
Derecho en el Antiguo Régimen, Universidad Carlos III de Madrid, Dykinson, Madrid, 
2012, especialmente pp. 165-190 y 209-360. Por supuesto, también Mariano Peset 
y José Luis Peset, La Universidad española (siglos XVIII y XIX): despotismo ilustrado 
y revolución liberal, Taurus,  Madrid, 1974; y Mariano Peset, “Derecho romano y 
Derecho real en las Universidades del siglo XVIII”, en Anuario de Historia del Derecho 
Español, 45, 1975, pp. 273-339. Sigue siendo importante el studio de Antonio Álvarez 
de Morales, La Ilustración y la reforma de la Universidad en la España del siglo XVIII, 
Pegaso, Madrid, 1979.

6 Discurso académico pronunciado por don Gaspar Melchor de Jovellanos en su 
recepción a la Real Academia de la Historia, sobre la necesidad de unir al estudio de 
la legislación el de nuestra historia y antigüedades, Madrid, 4 de febrero de 1780: 
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una profunda reforma, que era reorientar la formación de los juristas 
en favor de la exclusividad de la ley como forma de declaración y apli-
cación del Derecho, desgajado y sin límites, por tanto, respecto del De-
recho Común. 

La superposición del Derecho legal es un triunfo enmarcado en un 
conflicto entre dos grupos sociales: el que formaban los juristas magis-
trados y catedráticos -licenciados preferentemente en universidades ma-
yores en las que habían estudiado como colegiales- y los abogados -ge-
neralmente graduados, sin beca, en universidades menores, incluso solo 
bachilleres-, que presionaban para acceder a los principales cargos de 
gobierno y justicia al servicio de la Monarquía, que monopolizaban aque-
llos. Un ejemplo es el célebre ilustrado asturiano Campomanes (Sorriba, 
Tineo, 1 de julio de 1723-Madrid, 3 de febrero de 1802), que, desde el 
ejercicio de la abogacía en Madrid, sin pasar por ninguna cátedra ni oficio 
de justicia en reales audiencias, logró, sin embargo, ascender a fiscal y 
consejero del Consejo de Castilla, que acabó presidiendo, en un cursus 

“Joven, inexperto y mal instruido, apenas podía conocer toda la extensión de las 
nuevas obligaciones que contraía […] yo no vi delante de mí más que las leyes que 
debía ejecutar”. Las mismas ideas reproduce en su Reglamento literario e institucional 
extendido para llevar a efecto el plan de estudios del colegio imperial de Calatrava en 
la ciudad de Salamanca (19 de agosto de 1790): “Miramos como verdadera desgracia 
de los jóvenes destinados al estudio del Derecho Civil y Canónico que en el plan 
interino de la Universidad no se les haya señalado algún plazo, aunque brevísimo, 
para dedicarse al conocimiento elemental del Derecho patrio, tan esencial para el 
profesor español, pero singularmente para los que se hubieren de aplicar algun día 
al ejercicio de la judicatura”. Manejo la edición de Obras de don Gaspar Melchor de 
Jovellanos, 1, Biblioteca de Autores Españoles desde la formación del lenguaje hasta 
nuestros días (BAE), 46, Atlas, Madrid, 1963, pp. 169-229, en concreto, pp. 211-
213. También puede consultarse en Gaspar Melchor de Jovellanos, Obras completas. 
XIII. Escritos Pedagógicos (I). Edición de Olegario Negrín Fajardo, Ayuntamiento de 
Gijón, Instituto Feijoo de Estudios del Siglo XVIII, KRK ediciones, Oviedo, 2010, pp. 
555 y ss. El Discurso  manuscrito conservado en la Real Academia de la Historia 
fue publicado en Memorias de la Real Academia de la Historia, V, Imprenta de 
Sancha, Madrid, 1817; y en Gaspar Melchor de Jovellanos, Obras en prosa. Edición, 
introducción y notas de José Caso González, Castalia, Madrid, 1970. También en 
Jovellanos en la Real Academia de la Historia. Número extraordinario del Boletín de 
esta corporación, conmemorativo del centenario de tan insigne académico (noviembre 
de 1911), Establecimiento tipográfico de Fortanet, Madrid, 1911, pp. 254-284. Hay 
otros manuscritos en la Biblioteca Nacional (3420) y en la Biblioteca de la Universidad 
de Oviedo (CGT-4955, disponible en internet). Este último fue publicado por Santos 
M. Coronas González, Jovellanos y la Universidad, Universidad de Oviedo, Fundación 
Foro Jovellanos del Principado de Asturias, Gijón, 2008, pp. 225-251. Otra copia, que 
no he consultado, se custodia en la Fundación Lázaro Galdiano. El discurso puede 
consultarse también en Ramón María Cañedo, Colección de varias obras en prosa y 
verso del Excmo. Señor D. Gaspar Melchor de Jovellanos, adicionadas con algunas 
notas, 2, Imprenta de León Amarita, Madrid, 1830-1832, pp. 435-477; y en Obras de 
don Gaspar Melchor de Jovellanos, 1, op. cit., pp. 288-298. La edición más moderna, 
que yo conozca, en Obras completas, XV. Escritos jurídicos, Edición, prólogo y estudio 
introductorio de Ignacio Fernández Sarasola, Ayuntamiento de Gijón, Instituto Feijoo 
de estudios del siglo XVIII, KRK, Gijón, Oviedo, 2022. 
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honorum que no era habitual hasta entonces para los abogados7. Abrió, 
sin duda, un camino que siguieron las siguientes generaciones que se 
fueron sucediendo, a través de cuyas trayectorias formativas y profesio-
nales podemos apreciar el tránsito del gobierno de los ministros de la 
Monarquía (magistrados-juristas) al gobierno de los oficiales políticos del 
Estado liberal. 

En este contexto se comprende la acción conjunta y decisiva de la 
generación de juristas y políticos nacidos, formados y profesionalizados 
en Asturias, desde la segunda mitad del siglo XVIII. Empezaron por la 
redacción del plan de estudios de la Universidad de Oviedo de 1774 y la 
fundación de la Academia de legistas controlada por los bachilleres y del 
Colegio de abogados en 1775. 

Como complemento al trío institucional al servicio del Derecho legal 
estaba ya la Real Audiencia de Asturias, con una experiencia de más de 
medio siglo, como tribunal superior en la provincia para el ejercicio de la 
jurisdicción real contenciosa, pero también para el gobierno de las cor-
poraciones nobiliarias, señoriales y locales que hasta entonces se autogo-
bernaban y juzgaban por sí mismas, con el límite del corregimiento real. 
Establecida por Felipe V en 1717, su instalación se enmarcó en el proce-
so de configuración de una nueva soberanía real como potestad capaz de 
disponer de derechos propios territoriales, concebidos como concesiones 
reales más que como libertades; un proceso que se manifestó no solo 
en la Corona de Aragón, sino también en territorios fieles e integrados 
plenamente en la Corona de Casilla, como era el caso del Principado de 
Asturias. Así se explica la fuerte oposición que causó el establecimiento 

7 Se desconoce la Universidad en la que obtuvo el título de bachiller en cánones 
y leyes y de licenciado en leyes. Sus estudios de artes los realizó en el convento 
dominico de Regina Coeli de Santillana del Mar. Fue recibido como abogado de los 
reales consejos en Madrid, el 24 de noviembre de 1745. Vid. “Relación de los méritos, 
servicios y estudios del licenciado don Pedro Rodríguez Campomanes, abogado de los 
reales consejos, asesor general de correos y postas del reino y de la real casa hospicio 
de esta corte, etc.” (Madrid,  9 de septiembre de 1757). Se custodia en el Archivo de 
Campomanes, pero la he consultado en Santos Coronas González, In memoriam. Pedro 
Rodríguez Campomanes, Real Instituto de Estudios Asturianos, Oviedo, pp. 162-
165. No hay datos que confirmen su graduación como bachiller por la Universidad 
de Sevilla, indicada por algunos contemporáneos, como Joaquín García Domenech 
(Elogio del excelentísimo señor conde de Campomanes, director de la Real Academia de 
jurisprudencia práctica, titulada de la concepción, leído en junta general extraordinaria 
de 23 de Agosto de 1802 por d. Joaquín García Domenech, su individuo y de la Real 
Academia de Derecho Español, y vice-secretario de la Diputación de la Sociedad 
Economica de Valencia, Madrid, 1803, p. 12). Coronas apuntó a alguna universidad 
menor cercana a Madrid, como la de Burgo de Osma o Toledo (Coronas González, 
“Campomanes, abogado y fiscal del Consejo de Castilla”, en Dolores Mateos Dorado, 
Campomanes: doscientos años después, Universidad de Oviedo, Oviedo, pp. 183-185). 
Por su parte, confirma la falta de pruebas y, por tanto, el desconocimiento de la 
universidad de titulación hasta el día, José María Vallejo García-Hevia, “Campomanes, 
la biografía de un jurista e historiador (1723-1802)”, en Cuadernos de Historia del 
Derecho, 3, 1996, pp. 109-116.
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de la Audiencia en Oviedo, considerado por sus contemporáneos como “el 
negocio más grave que jamás esta tierra ha tenido ni tratado”8.

Las vidas de los juristas y políticos que protagonizaron desde Astu-
rias y/o en Asturias los orígenes del constitucionalismo liberal son para-
lelas y se entrecruzan; coincidieron en los distintos ámbitos y sucesos, se 
ayudaron y apoyaron, actuaron juntos con los mismos objetivos políticos 
y también discreparon y evolucionaron de manera diversa. Del regalismo 
e ilustración del que parten todos, al patriotismo provocado por la Guerra 
de la Independencia, el conservadurismo (serviles), incluidos los antili-
berales o contrarrevolucionarios (más tarde realistas…), y, sobre todo, 
hacia el liberalismo en sus distintas manifestaciones históricas: revolu-
cionarios, exaltados, moderados, progresistas…9

Una primera generación estaría compuesta por los naturales for-
mados y graduados fuera de Asturias, en universidades menores, no co-
legiales, que, sin embargo, lograron acceder a las principales magistra-
turas de reales audiencias y consejos, incluso a secretarías de Estado, 

8 Son palabras pronunciadas en la Junta General celebrada un siglo antes, en 1618 
(sesión de 24 de octubre; también sesiones de 13, 14 y 16 de marzo, 23 y 26 de octubre). 
Junta General del Principado de Asturias. Actas históricas, 1. 1, Junta General del 
Principado de Asturias, Oviedo, 1997. La incorporación del Principado de Asturias a la 
justicia real y letrada tuvo lugar plenamente con la creación del Corregimiento togado, 
que ocupó por primera vez, en 1594, Duarte de Acuña, procedente del Corregimiento de 
Vizcaya, bajo cuyo mandato se aprobaron las ordenanzas reales para la “reformación, 
buen gobierno y administración de justicia de este Principado, villas y concejos de él y 
sus lugares y feligresías”, únicas ordenanzas provinciales con aprobación real que tendrá 
Asturias durante todo el Antiguo Régimen. En 1619 se comisionó al licenciado Antonio 
Chumacero de Sotomayor, oidor de la Real Audiencia de Galicia, para estudiar de nuevo 
la conveniencia de establecer un tribunal superior en Asturias, lo que se descartó por 
preferirse la implantación estable del Corregimiento letrado a través de la dotación de 
una plaza fija procedente en la Real Chancillería de Valladolid. Ocupó el cargo el propio 
Chumacero, que, en 1622, aprobó una reforma a las citadas ordenanzas de 1594. En 
el siglo ilustrado, la creación de la Real Audiencia se enmarcó en la política regalista de 
incorporación de derechos y patrimonio que se entendieron enajenados por la Corona 
y se pretendieron recuperar, lo que abrió la puerta a la multiplicación de denuncias 
de abusos por apropiaciones de jurisdicciones, oficios y bienes concejiles comunes y 
propios, y baldíos. En 1709 se envió a Asturias a un comisario de la Real Chancillería 
y Audiencia de Valladolid, Antonio José Cepeda, que confirmó los abusos y solicitó 
la instalación del tribunal en defensa de la jurisdicción real y para el sometimiento 
de las potestades nobiliarias locales. Cepeda fue nombrado primer regente de la 
Real Audiencia creada por Real Cédula de Felipe V de 30 de julio de 1717. Novísima 
Recopilación de las leyes de España, 5, 2, 1 (en adelante Nov. Rec.). Consulto la edición 
de Madrid, 1805-1807, en la biblioteca jurídica digital del Boletín Oficial del Estado, 
disponible en internet. Me he ocupado con detalle del proceso en Marta Friera Álvarez, 
“El impacto de la Real Audiencia de Asturias: entre la justicia real y el gobierno local”, 
en Gobernar reformando. Los primeros borbones en la España del siglo XVIII, Comares, 
Granada, 2023, pp. 5-157; y en La Junta General del Principado de Asturias a fines del 
Antiguo Régimen (1760-1835), Junta General del Principado de Asturias, Consejería de 
Educación y Cultura, KRK, Oviedo, 2003, especialmente, pp. 31-46.

9 Como ejemplo de la evolución de algunos de estos hombres, vid. Marta Friera 
Álvarez, “La evolución del pensamiento liberal a través de Flórez Estrada, Argüelles y 
Toreno”, en E-Legal History Review, 7, 2009.
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como los ya citados Campomanes y Jovellanos (Gijón, 1744-Puerto de 
Vega, 1811)10.

A continuación, están los que nos ocupan en este trabajo, hombres 
que se graduaron en la Universidad de Oviedo, mucho más asequible a 
las economías medias, en un nuevo contexto en el que dicha formación 
sería suficiente para acceder a cargos de gobierno al servicio público de 
la Monarquía; algunos estratégica y significativamente en el ramo de Ha-
cienda -vinculada entonces a la desamortización- que fue decisivo en la 
configuración primero de la Monarquía Administrativa y luego del nuevo 
Estado liberal11. Es el caso de Felipe Ignacio Canga Argüelles (comisión 
gubernativa de consolidación de la deuda pública), Agustín Argüelles 
(contaduría o caja de amortización) y Flórez Estrada (tesorero general de 
rentas)12. 

El cambio que propició la primera generación y disfrutó la segunda 
no solo significó el desplazamiento del estudio del Derecho Común por el 
Derecho legal real y patrio recopilado y su historia, como elemento legi-
timador, sino también la flexibilización de los estudios para alcanzar los 
grados superiores de licenciado (legentes) y doctor, ya que los cuatro años 
de estudio para bachiller (oyentes) podían completarse, alternativamente 
a la asistencia a las cátedras superiores, con otros cuatro de pasantía o 
prácticas en academias y despachos, suficientes no solo para acceder a 
la abogacía sino también a las cátedras, que también era una aspiración 
de dichos abogados13. 

10 Sobre la formación académica de Campomanes vid. supra nota 7. Jovellanos, 
bachiller y licenciado en Cánones por las universidades de Burgo de Osma y Ávila, 
respectivamente, en 1761 y 1763, sí que ingresó en el Colegio Mayor de San Ildefonso 
de Alcalá de Henares. Vid. Santos Coronas González, Jovellanos. Justicia, Estado y 
Constitución en la España del Antiguo Régimen, Fundación Foro Jovellanos del Principado 
de Asturias, Oviedo, 2000, pp. 27-40.

11 Sobre el paso de la Monarquía jurisdiccional a la Monarquía administrativa vid. 
Marurizio Fioravanti (ed.), El Estado moderno en Europa. Instituciones y Derecho, Trotta, 
Madrid, 2003, en especial, el capítulo de Bernardo Sordi y Luca Mannori, “Justicia y 
Administración”, pp. 65-102.

12 Sobre la directa participación de Felipe Ignacio Canga Argüelles en el proceso 
desamortizador, y, en parte, de Agustín Argüelles, vid. infra, notas 32, 33 y 37. En el 
caso de Flórez Estrada, en el expediente de su jubilación consta como primer oficio en 
la Corte, en 1796, el de tesorero principal de rentas y de los fondos del monte pío de la 
Corte, dependiente de la Dirección General de rentas y Tesorería Principal, y también 
su temprana aspiración a ser nombrado intendente, principal oficio hacendístico de 
la Monarquía administrativa ilustada (su solicitud de 1799 le fue denegada). Vid. Luis 
Alfonso Martínez Cachero, Álvaro Flórez Estrada. Su vida, su obra política y sus ideas 
económicas, Diputación de Asturias, Instituto de Estudios Asturianos, Oviedo, 1961, 
pp. 245-247. También el expediente de licencia para su casamiento con María Amalia 
Cornejo, en abril de 1797. AHN., Fondos Contemporáneos, Ministerio de Hacienda, 
legajo 511, expediente 2.147. Sobre su solicitud de Intendencia, a la que no hubo lugar 
(29 de octubre de 1799), vid. Enrique Orduña Rebollo, Intendentes e intendencias, 
Ciudad Argentina, Buenos Aires, 1997, pp. 187-188.

13 En el plan de estudios de 1774 de la Universidad de Oviedo, en la Facultad de 
Leyes -la preferida por los abogados- se introdujo el estudio del Derecho legal patrio 
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Pongamos nombres y algunas caras, menos de las que nos gustaría 
porque no hay retratos de todos los principales juristas a los que voy a 
referirme14. 

En la aprobación del plan de estudios de la Universidad de Ovie-
do participó, además de directamente Campomanes desde el Consejo de 
Castilla (ya lo había hecho en el de Salamanca), otro célebre asturiano, 
muy apreciado ya por sus colegas, que lo consideraban “aplicadísimo y 
estudiosísimo”15: Felipe Ignacio Canga Argüelles (Oviedo, 31 de julio de 
1740-Madrid?-1813), licenciado -con examen de capilla- y doctor por la 
Universidad de Oviedo, abogado y catedrático de Prima de Leyes, que, 
desde esa formación y esa profesión en Asturias, accederá también a 
cargos principales y superiores de magistrado, como fiscal en la Real 
Audiencia de Aragón e incluso en el Consejo de Castilla16. Antes, aún en 

(el compilado en las Leyes de Toro y en la Nueva Recopilación) y de su historia, como 
elemento fundamental legitimador de aquel, en los últimos cuatro cursos necesarios 
para la licenciatura (quinto a octavo), y se simplificó en los cuatro primeros el romano 
y canónico a través del estudio de las Instituciones, que bastaban para el título de 
Bachiller. Para ejercer de abogado, una vez alcanzado este último grado, bien se 
asistía de oyente a dichas cátedras de los últimos cuatro cursos, que valían como tres 
de práctica, de modo que solo restaba otro más de pasantía, o bien se completaban 
esos cuatro en un despacho particular. Antes del plan ilustrado de 1774, conforme 
a los Estatutos Viejos de la Universidad de Oviedo de 1607, se estudiaba un primer 
curso de Instituciones y cuatro más para el Código y Digesto en las cátedras de 
Vísperas y Prima. En la Facultad de leyes, las cátedras de regencia (temporales) eran 
las siguientes: dos de Instituta, dos de Código y una de Digesto Viejo. Las perpetuas 
o en propiedad: de Leyes, Vísperas y Prima. En la Facultad de cánones, de regencia 
o temporales estaban las cátedras de Decretales y Clementinas, y perpetuas o de 
propiedad eran las de Sexto, Decreto, Vísperas y Prima. He consultado la edición 
facsimilar de los Estatutos de la Universidad de Oviedo, 1697, Universidad de Oviedo, 
Oviedo, 2008, con introducción y transcripción de María Josefa Sanz Fuentes. Para 
las cátedras, también he tenido en cuenta un conflicto por su perpetuidad entre la 
Universidad de Oviedo y el Principado de Asturias ocurrido en 1741. AHN, Consejos, 
legajo 26871, expediente 13. 

14 Vid. Javier González Santos y Marcos Buelga, Jovellanos y su entorno en las 
colecciones del museo de bellas artes de Asturias: contribución del Museo de Bellas Artes 
de Asturias al segundo centenario de la muerte de don Gaspar Melchor de Jovellanos 
(1811-2011), Museo de Bellas Artes de Asturias, Oviedo, 2012.

15 Son palabras de los informes que entre 1774 y 1782 elaboró la Real Audiencia 
relativos a Felipe Canga. Pueden consultarse en “Relación de los exercicios literarios, 
grados y méritos del doctor D. Felipe Canga Argüelles” (9 de mayo de 1783), reproducida 
en Autobiografías de asturianos de los siglos XVI, XVII, XVIII y XIX, Estudio y recopilación 
de J. L. Pérez de Castro, Real Instituto de Estudios Asturianos, Oviedo, 2005, tomo 1, 
pp. 427-437.

16 Felipe Ignacio Canga Argüelles y Pérez de la Sala de la Riestra y Amado nació 
el 31 de julio de 1740 y fue bautizado el 2 de agosto en San Tirso el Real de Oviedo; 
hijo legítimo de José Canga Argüelles y María Pérez de la Sala. Fue su padrino Felipe 
Menéndez Miranda, cura de San Juan de Priorio. He consultado la partida de bautismo 
en el Archivo Diocesano de Oviedo, San Tirso, 39. 15. 4. El matrimonio tuvo otras tres 
hijas: Dionisia, Lázara y Josefa; la primera había fallecido en 1769, cuando la madre 
hizo testamento para mejorar en el tercio y quinto a su hijo varón, “por el particular 
amor y cariño que el nominado doctor Phelipe Ignacio Canga Argüelles, mi hijo, me 
tiene merecido con su obediencia y contribución al mayor alivio de mi persona y casa, y 
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Asturias, además, participó de manera protagonista en la fundación del 
Colegio de abogados de Oviedo en 1775, redactó las ordenanzas para el 
gobierno de las academias de leyes y cánones de la Universidad ordena-
das conforme a dicho plan de estudios de 1774 y también las ordenanzas 
de la otra academia universitaria, de Derecho Público y Práctico. Fue 
decano del Colegio en 1777 y director de las academias de legislas y ca-
nonistas en 178017. Es padre del liberal José Canga Argüelles (Oviedo, 
1771-Madrid, 184218), y tío de Felipe Vázquez Canga Argüelles, catedr-

espera la continúe en quanto necesita la del nominado su padre para sobrellevarse en la 
cansada edad y achaques con que este sigue”. Graduado en leyes y cánones, licenciado 
y doctor por la Universidad de Oviedo (16 y 22 de diciembre de 1766); abogado de la 
Real Audiencia de Asturias desde el 21 de julio de 1766, fiscal interino de la misma 
Audiencia, de 1772 a 1773, catedrático de prima de leyes por nombramiento de 20 de 
septiembre de 1773. “Relación de los exercicios literarios, grados y méritos del doctor D. 
Felipe Canga Argüelles”, op. cit. Esta relación la debió elaborar Canga en 1782 (afirma 
que tenía entonces 42 años) para presentarse ante la Cámara de Gracia y Justicia y 
de Estado de Castilla, en 1783, con ocasión de su nombramiento como fiscal de la 
Audiencia de Aragón, y en 1791 recuperó la relación de méritos cuando solicitó plaza 
vacante en la fiscalía del Consejo de Navarra, desde la fiscalía del crimen de Aragón. 
Vid. otra “Relación de méritos de Felipe Ignacio Canga Argüelles” (26 de octubre de 
1778) en AHN, Consejos, 13355, expediente 17; el “Expediente de pruebas del caballero 
de la orden de Carlos III, Felipe Ignacio Canga Argüelles y Pérez de la Sala de la Riestra 
y Amado” (7 de diciembre de 1797) en AHN, Estado, Carlos III, expediente 1032; y un 
tercer “Expediente personal del magistrado Felipe Ignacio Canga-Argüelles” (1813), en 
AHN, Fondos Contemporáneos, Ministerio de Justicia, Magistrados y jueces, 4352, 
expediente 1778. 

17 Felipe Canga fue fundador del Colegio de abogados de Oviedo, nombrado maestro 
de ceremonias en la primera junta de gobierno, celebrada el 17 de septiembre de 1775, 
diputado primero el 8 de septiembre de 1776 y elegido decano el 30 de agosto de 1777. 
En la junta de gobierno de 17 de diciembre de 1783 se dio cuenta de su nombramiento 
como fiscal de la Real Audiencia de Aragón: “se le ha hecho magistrado”. En 1797 (sesión 
de 4 de septiembre), el Colegio pidió su auxilio, ya como fiscal que era del Consejo de 
Castilla, en un recurso contra la Real Audiencia de Asturias por lo que entendía era 
una injerencia de esta en la jurisdicción gubernativa del Colegio. Archivo del Colegio 
de Abogados de Oviedo (en Adelante ACAO), Libros de acuerdos, libro 1. Como autor de 
las ordenanzas de las academias de legislas y canonistas y de la Academia de Derecho 
Público y Práctico, así como director de las dos primeras, se presentó el propio Canga 
en la ya citada Relación de los exercicios literarios, grados y méritos del doctor D. Felipe 
Canga Argüelles” (9 de mayo de 1783). En concreto, manifiesta en la misma “que se le 
han encargado diferentes comisiones por la Universidad, y entre ellas la formación del 
Plan de Estudios, mandado levantar por el Real y Supremo Consejo, el que executó a 
satisfacción del Claustro, que le aprobó y acordó se remitiese; y asimismo la formación 
de Ordenanzas con arreglo al Plan de Estudios mandado observar por el Real y Supremo 
Consejo para el gobierno escolástico y político de las academias canónico-legales, que 
asimismo executó, y aprobó el Claustro que acordó su cumplimiento, y se les está 
dando”. Fermín Canella Secades, en su Historia de la Universidad de Oviedo y noticias de 
los establecimientos de enseñanza de su distrito (Asturias y León), 2ª edición reformada y 
ampliada, Imp. De Flórez, Gusano y Cía, Oviedo, 1903-1904, pp. 86 y 106, también cita 
a Canga como autor de dichas “ordenanzas para el gobierno escolástico y político de las 
academias de leyes y cánones”.

18 En la junta de gobierno de 17 de noviembre de 1813 José Canga dio cuenta de la 
purificación de su padre. ACAO, Libros de acuerdos, libro 1. José era el mayor de cinco 
hermanos del matrimonio formado por Felipe Ignacio Canga Argüelles y Paula Cifuentes 
de Prada, al que siguieron Bernabé, María, Josefa y Lázara. Vid. el “Expediente de 
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tico de Vísperas de Cánones, que fue diputado asturiano en las Cortes 
de Cádiz19. Padre, sobrino e hijo nos muestran el paso de la generación 
de magistrados de la Monarquía, incluso formados en la Universidad de 
Oviedo, a la generación de políticos del Estado liberal en el tránsito de 
culturas jurídicas. Hay más ejemplos, como los abogados y políticos, uno 
del gobierno provincial y otro ya del nacional, Miguel y Alejandro Mon, 
este célebre liberal, ministro de Hacienda, como José Canga20. 

En la Universidad de Oviedo, como estudiantes, graduados y cate-
dráticos, y activamente en las academias y el Colegio de abogados coin-
cidieron estos hombres y generaciones, de magistrados -también, por 
ejemplo, el abogado Eugenio Manuel Álvarez Caballero logrará acceder al 
Consejo de Órdenes21- a secretarios de Gobierno y diputados de Cortes. 

Quiero destacas el gran jurista asturiano miembro de la brillante ge-
neración de Cádiz, menos conocido que Argüelles y Toreno: Andrés Ángel 
de la Vega Infanzón (El Franco, 1 de enero de 1767- Cádiz, 25 de octubre 
de 181322), de quien, tras su fallecimiento, dijo Blanco White que “sus 

pruebas del caballero de la orden de Carlos III, Felipe Ignacio Canga Argüelles y Pérez de 
la Sala de la Riestra y Amado”, op. cit. Sobre José Canga Argüelles vid. Palmira Fonseca 
Cuevas, Un hacendista asturiano: José Canga Argüelles, Real Instituto de Estudios 
Asturianos, Oviedo, 1995.

19 Representó a su tío en el expediente abierto con motivo de su nombramiento como 
caballero de la orden de Carlos III, en 1797. “Expediente de pruebas del caballero de 
la orden de Carlos III, Felipe Ignacio Canga Argüelles y Pérez de la Sala de la Riestra y 
Amado”, op. cit. El fallecimiento de Felipe Vázquez Canga Argüelles, ocurrido el 5 de 
Agosto de 1820, se comunicó por la Audiencia territorial de Madrid, para la que había 
sido nombrado el 22 de julio del mismo año, al Secretario de Estado y del Despacho de 
Gracia y Justicia. AHN, Fondos Contemporáneos, Justicia, Magistrados y jueces, 4781, 
expediente 6853; y Gaceta de Madrid, 22 de julio de 1820. 

20 Miguel de Mon fue decano del Colegio de abogados de Oviedo en 1798 (9 de 
septiembre) y en 1813 (1 de marzo), propuesto por Alonso Canella en esta segunda 
ocasión. Su hijo, Alejandro Mon, solicitó el ingreso en el Colegio, presentado como hijo 
de Miguel de Mon, el 23 de mayo de 1833, cuando este ya había fallecido. ACAO, Libros 
de acuerdos, libro 1. Miguel de Mon fue procurador de la Junta General de Asturias en 
varias ocasiones y por varios concejos, especialmente Corvera, pero también Llanera, 
Grado Sariego, Llanera, Ribera de Arriba y Pajares (1799, 1802 y 1805). Archivo Histórico 
de Asturias (en adelante AHA), Junta General, libros, 120, 123 y 124.

21 Eugenio Manuel Álvarez Caballero ocupó cargos directivos en el Colegio de abogados 
de Oviedo desde el principio; así, fue elegido secretario el 8 de septiembre de 1776. En la 
junta del Colegio del 10 de enero de 1792 se comunica que había obtenido los honores 
y antigüedad de los alcaldes de Casa y Corte, y el 14 de junio de 1794 su nombramiento 
como fiscal del Consejo de órdenes. Álvarez Caballero era regidor perpetuo de Tineo y 
fue nombrado sustituto de Bernardo Estrada Valvidades como procurador de Oviedo en 
la Junta General de 1781. AHA, Junta General, libro 113. 

22 Andrés Ángel Joseph, hijo legítimo de Juan Fernando de la Vega y María Bernarda 
Infanzón y Sierra, vecinos de Suero, oriundo él de Suero y ella de Paderne, Navia, 
nació el 1 de marzo de 1767 y fue bautizado el 3 de marzo. Sus padrinos fueron Tomás 
García Siñeriz, de Cacavellos, en Navia, y María Infanzón y Sierra, su tía, residente en la 
jurisdicción de Montealegre, en Castropol. Se confirmó a Andrés el 30 de septiembre de 
1770 en la parroquia de Cartavio por el ilustrísimo dean Juan de Ponte y Llano, obispo de 
Larén y auxiliar de Oviedo. En marzo del mismo año de 1770 nació su hermano Nicolás 
Agustín. En 1772, Diego Dionisio Gregorio. He consultado las partidas de bautismo en 
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conocimientos lo hubieran hecho aparecer, algún día, el primer político 
de España, si la muerte no lo hubiera arrancado quando podía ser más 
útil a aquella su patria querida”23. 

Bachiller en ambos derechos, licenciado -con examen en capilla- y 
doctor por la Universidad de Oviedo, fue catedrático de regencia (tempo-
ral) de Leyes24. Participó activamente en la Academia universitaria y en 
el Colegio de abogados, donde ejerció cargos directivos25. Pero, además, 
en su despacho o estudio de abogado -“mi cuarto estudio”- precisamen-
te, encontramos a uno de los más destacados miembros de la siguien-
te generación. Agustín Argüelles, de cuyo nacimiento se celebran este 
año 250, entonces recién graduado como bachiller por la Universidad de 
Oviedo, completaba su formación universitaria básica con cuatro años 
de prácticas profesionales en el despacho del maestro Vega Infanzón, 
desde el 20 de agosto de 1794 hasta el 1 de marzo de 1799, para acceder 
inmediatamente después a la abogacía. De su joven discípulo decía Vega 

el Archivo Diocesano de Oviedo, El Franco, San Juan de Prendones, 19.9.2. En cuanto 
a su fallecimiento, el Colegio de abogados de Oviedo acordó, el 30 de enero de 1815, en 
consideración a la estima hacia su persona, solicitar a los colegiados que contribuyesen 
voluntariamente a sufragar una misa por su alma; obligación no había al haber fallecido 
en Cádiz. El mismo día se acordó la correspondiente limosna para el licenciado colegiado 
Felipe Mata Vigil, padre del más conocido Pablo Mata Vigil, doctor y también colegiado 
(no ejerciente, desde 1812), que comunicó el fallecimiento de aquel el 10 de octubre de 
1813. ACAO, Libros de acuerdos, libro 1. 

23 El Español, Londres, 44, diciembre de 1813, pp. 389-402. “El señor don Andrés 
Ángel de la Vega Infanzón, uno de los diputados que el reyno de Asturias envió a 
Inglaterra, al romper la gloriosa revolución de España, y representante de aquellos 
pueblos en las pasadas Cortes, falleció en Cádiz el día 25 de octubre, víctima de la 
fiebre epidémica […]. El señor Vega reunía una grande comprehensión, el juicio más 
perspicaz y circunspecto. Como todos los españoles de talentos no comunes que en 
nuestros tiempos se han educado en aquellas universidades, percibió muy pronto el 
inmenso atraso que tenían sus planes de estudio respecto de los demás de Europa, y 
aspiró a saber más de lo que allí se enseñaba. La lectura de libros extranjeros le dio una 
luz general del estado en que se hallaban las ciencias físicas y morales en lo demás de 
Europa, y esto, unido a sus talentos, bastó para hacerlo muy superior al común de los 
literatos de su pays [..]. El nombre de Vega se vio constantemente al lado de la razón 
y de la justicia”. En el mismo número del El Español se publicaron “algunos pasajes 
del papel intitulado Insinuaciones sobre las Cortes traducido del inglés por don A.A. de 
la Vega Infanzón y repartido en España en 1809”, pp. 415-425. Sobre las Suggestions 
on the Cortes, de John Allen traducidas como Insinuaciones de las Cortes por Vega, 
impresas en Londres, E. Blackader, Printer, Took’s Court, Chancery Laue,1809, vid. 
Manuel Moreno Alonso, “Las insinuaciones sobre las Cortes de John Allen”, en Revista 
de las Cortes Generales, 33, pp. 237-310. Reproduce las versiones inglesa y española.

24 Licenciado en 1792 y doctor en 1793. El Consejo lo propuso el 10 de septiembre de 
1798. Su expediente de oposición lo he encontrado en el AHN, Consejos, legajo 6045.

25 En la Academia fue relator, juez, fiscal, presidente y director. AHN, Consejos, legajo 
6045. En la junta del Colegio de abogados de Oviedo celebrada el 3 de septiembre de 
1792 se leyó una carta del licenciado don Andrés Ángel de la Vega en la que solicitaba 
que se le habilitase para abogar en los tribunales de la ciudad por espacio de dos meses, 
como se hace. Practicadas las pruebas de incorporación, se le admitió definitivamente 
en el Colegio el 9 de septiembre, cuando juró ante el Decano. Alcanzó el Decanato en 
1802 (sesión de 12 de septiembre). ACAO, Libros de acuerdos, libro 1. 
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entonces que “se instruyó competentemente y adquirió los suficientes 
principios y conocimientos de la jurisprudencia para poder recibirse de 
abogado y exercer por tal”26. 

Estos despachos y academias particulares, privados, de los cate-
dráticos y abogados fueron fundamentales en la formación de los nuevos 
juristas, complementarias a las academias universitarias de legistas y 
canonistas, y la de Derecho Público y Práctica, que, por su parte, eran 
dirigidas por esos mismos abogados y catedráticos. El propio Felipe Ig-
nacio Canga Argüelles, que, recién licenciado y doctor, en 1766, ense-
ñaba a los estudiantes, en su casa, las instituciones justinianeas, las 
decretales canónicas y las leyes reales de Toro, estableció una academia 
práctico-teórica particular, que mantuvo hasta que fue nombrado direc-
tor de la Academia de la Universidad, en 1780. Sin duda, esta pretendía 
centralizar el entramado de academias, una vez prohibidas, además, por 
el plan de 1774 las facultades en los conventos-colegios y particulares, 
para que el monopolio de la enseñanza estuviese en las cátedras uni-
versitarias, de modo que destinó las academias universitarias a los re-
pasos y ejercicios privados, que sí estaban permitidos. Formadas estas 
academias universitarias por los bachilleres, presididas por los doctores 
y catedráticos, cada semana se debatía un asunto civil o canónico, al-
ternativamente, pero la última media hora de cada sesión se reservaba 
para la solución del mismo conforme a las leyes reales o concilios nacio-
nales, respectivamente, con lo que fue un instrumento fundamental en 
el proceso de identificación entre el Derecho y la ley del que trata este 
trabajo27. 

II. DE LA FORMACIÓN Y PROFESIÓN JURÍDICAS A LA ACCIÓN 
POLÍTICA

La trayectoria formativa y profesional de esta generación de juristas 
se interrumpió bruscamente con motivo de la Guerra de la Independen-
cia y posteriores acontecimientos que dieron origen al constitucionalismo 
liberal hispánico, que protagonizaron. 

26 He tomado el dato de esta importante, en mi opinión, experiencia profesional de 
Argüelles con Vega del expediente de recepción de aquel como abogado de los reales 
Consejos en 1804, en el AHN, Consejos, 12163, expediente 11. Argüelles, bachiller en 
Derecho civil, por la Facultad de Leyes de la Universidad de Oviedo el 24 de julio de 
1794, justificó los años de práctica en Oviedo mediante un certificado de Vega, firmado 
por este en Oviedo, el 18 de octubre de 1799. Tras el correspondiente examen en 
jurisprudencia teórico-práctica, fue recibido como abogado en Madrid, el 16 de enero 
de 1804.

27 Antes, había formado parte de la academia práctica-teórica que tenía en su casa el 
doctor Luis Armiñán, que erróneamente, a mi juicio, se cita como origen de la Academia 
de la Universidad de Oviedo. La academia particular de Felipe Canga la cita él mismo 
en su “Relación de los exercicios literarios, grados y méritos del doctor D. Felipe Canga 
Argüelles” (1783), op. cit.
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En Asturias, encontramos a algunos de estos hombres, juntos, en 
mayo de 1808, dirigiendo la formación de la Junta suprema que asumió 
la “soberanía interina”, en palabras del que sería entonces el principal 
director del gobierno asturiano, Álvaro Flórez Estrada (Pola de Somiedo, 
27 de febrero de 1766-Noreña, 16 de diciembre de 185328)29. 

Inmediatamente, en el verano de ese mismo año, se encontraron 
nada más y nada menos que en Londres Argüelles y Vega Infanzón, maes-
tro y discípulo, como acabamos de sostener, acompañados por un joven 
José María Queipo de Llano, pronto conde de Toreno, que, al contrario 
que aquellos, no se había formado ni en Derecho ni en Oviedo (Oviedo, 
1786-París, 184330). Toreno y Vega fueron comisionados por la Junta de 

28 La partida de bautismo de Flórez Estrada, en Pola de Somiedo, fechada el 6 de 
marzo de 1766, así como su matrimonio con María Amalia Cornejo en Madrid, el 
22 de abril de 1797, y las partidas de bautismo de sus cuatro hijos: Carlos (Madrid, 
1798), Álvaro (Madrid, 1800), Ramona (Grado, 1806) y Manuela (Grado, 1808), 
pueden consultarse en el expediente sobre la solicitud de Manuela Flórez Estrada de 
una pensión de orfandad tras la muerte de su padre ocurrida en 1853. AHN, Fondos 
contemporáneos, Hacienda, legajo 5.072-2/70. Álvaro Flórez Estrada era hijo de  Martín 
de los Santos Flórez Estrada, un hidalgo ilustrado, que, en representación de su concejo 
de influencia, había tenido cierta participación en el gobierno provincial (fue apoderado 
en las juntas generales de 1760, 1790 y 1802). Álvaro le continuó y, precisamente en 
1808 (11 de mayo), fue nombrado procurador general del Principado de Asturias; el 
procurador general era el delegado de la Junta General, encargado de la representación 
y el gobierno provincial, lo más parecido a un presidente de gobierno. Correspondía 
ese año el turno de nombramiento al partido donde la familia Flórez Estrada tenía su 
influencia, llamado Partido de los Cinco Concejos o Grado. Desde Valladolid, Álvaro 
llegó a Oviedo el día 16; él mismo nos informa de que ya entonces se “hallaba trabajando 
para realizar el pensamiento de levantar la provincia contra el gobierno del duque de 
Berg, Murat” (Carta a don Ramón Valdés, fechada en Miraflores, Noreña, Asturias, el 
6 de septiembre de 1844, que puede consultarse en Obras de Álvaro Flórez Estrada, 
2, B.A.E., 113, Atlas, Madrid, 1958, p. 405). Vid. Marta Friera Álvarez, “Álvaro Flórez 
Estrada en la Junta General del Principado de Asturias”, en Álvaro Flórez Estrada (1766-
1853). Política, Economía, Sociedad, Coord. Joaquín Varela Suánzes-Carpegna, Junta 
General del Principado de Asturias, 2024, pp. 129-173.

29 Sobre la declaración de la soberanía por la Junta de gobierno asturiana en 
representación de la comunidad socio-política y los acontecimientos que se sucedieron 
desde mayo de 1808, vid. Marta Friera Álvarez, La Junta General del Principado de 
Asturias…, op. cit., pp. 525-749; Francisco Carantoña Álvarez, La Guerra de la 
Independencia en Asturias, Silverio Cañada, Madrid, 1984; y Revolución liberal y crisis 
de las instituciones tradicionales asturianas (El Principado de Asturias en el reinado de 
Fernando VII, 1808-1833), Silverio Cañada, Gijón, 1989.

30 En diciembre de 1808 murió su padre, José Marcelino Queipo de Llano, VI conde 
de Toreno. Los condes de Toreno, como alfereces mayores del Principado de Asturias, 
tenían representación y derecho de voto entero en la Junta General de la provincia, 
que ejercían, además, de forma privilegiada, en segundo lugar, después de Oviedo; 
se sentaban a la izquierda del presidente, que era el regente de la Real Audiencia. 
Desde el siglo XVII, eran la única familia con voto en la institución de representación 
y gobierno de Asturias, tras la expulsion de los Quirós y los Miranda. El cargo de 
alferez mayor del Principado fue otorgado por Felipe IV a Álvaro Queripo de Llano y 
Valdés (1636), cuyos descendietes llevarán, desde 1657, el título de condes de Toreno. 
Vid. Marta Friera Álvarez, La Junta General del Principado de Asturias…, op. cit., pp. 
110-113. 
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gobierno asturiana31; Argüelles estaba allí desde hacía dos años, como 
oficial de la Contaduría dependiente de la Comisión gubernativa de con-
solidación de vales reales, dependiente del Consejo de Castilla, es decir, la 
Caja de amortización, encargado de la misión diplomática por la amenaza 
de bancarrota que provocó la ocupación de Buenos Aires en el Virreinato 
de la Plata, por Gran Bretaña32. Así conectamos, además, a Argüelles con 
Felipe Ignacio Canga, que era vocal de dicha Comisión33.

31 La comisión a Londres fue uno de los primeros acuerdos de la Junta de gobierno 
declarada suprema y soberana el 25 de mayo de 1808, en el marco de la declaración de 
Guerra a Francia y de paz con Gran Bretaña. “Nota de las demandas expresivas de la 
voluntad del pueblo de esta capital, fiel intérprete de la de todos los del Principado, decididos 
a levantarse en masa para defender la religión de nuestros padres, la independencia de 
la Nación y el Trono de su adorado Monarca Fernando VII, cuyos sagrados objetos intenta 
violar y destruir el tirano de Europa, Napoleón, emperador de los franceses, y cuyos 
ejércitos se han apoderado de las principales plazas fuertes y de la capital del reino”. 
Vid. Ramón Álvarez Valdés, Memorias del levantamiento de Asturias en 1808, Silverio 
Cañada, Gijón, 1988, pp. 273-275. La comisión formada por Vega y Queipo se completó 
con Fernando Álvarez Miranda, como secretario, y el auxilio de Toribio Cifuentes, capitán 
de la Armada, como mensajero, y Silvestre de la Piniella, como intérprete. Al trabajo de 
dicha comisión se uniría pronto, como hemos dicho, Agustín Argüelles, que se hallaba 
en Londres. Una vez declarado el apoyo británico, la Junta Suprema de Gobierno del 
Principado de Asturias, que ejercía la potestad real soberana, acordó declarar la paz 
(21 de junio). Más adelante, la Junta asturiana envió a un nuevo comisario a Londres: 
Manuel Flórez de Méndez. Vid. Alicia Laspra Rodríguez, Intervencionismo y Revolución. 
Asturias y Gran Bretaña durante la guerra de la Independencia (1808-1813), Real 
Instituto de Estudios Asturianos, Oviedo, 1992, pp. 125-126. El poder otorgado por la 
Junta a los comisionados lo reproduce la misma autora, en Las relaciones entre la Junta 
General del Principado de Asturias y el Reino Unido en la Guerra de la Independencia. 
Repertorio documental, Junta General del Principado de Asturias, Oviedo, 1999, pp. 29-
30 (vid. también pp. 43-44 y 46-47). Copias de la carta dirigida por la junta asturiana 
al rey de Gran Bretaña, fechada en Oviedo, el 26 de mayo de 1808, y la respuesta 
(traducida) del Secretario de Negocios Extranjeros, George Canning, de 12 de junio, las 
he consultado impresas en la Biblioteca Nacional, VE/ 1411-13. 

32 Argüelles se iría a Londres por orden del director de la Contaduría, Manuel Sixto 
Espinosa, al que le unía “amistad y reconocimiento”, conforme al relato de su compañero 
José María Queipo de Llano (conde de Toreno), en su Historia del levantamiento, guerra 
y revolución de España, BAE, 64, Atlas, Madrid, 1953, p. 3. Reproduce una carta del 
propio Argüelles, fechada en Madrid, el 12 de abril de 1837, en la que relata los hechos: 
“Hacia fines de septiembre de 1806, un día, a cosa de las diez de la mañana, me llamó a 
su despacho en la caja de consolidación el señor don Manuel Sixto Espinosa y, quedando 
a solas los dos, me dijo, en sustancia, lo que sigue: Acabo de llegar de Aranjuez y es 
preciso que usted se disponga para ir a Londres, a una comisión importante y de la 
mayor reserva. A fin de asegurar esta reserva, me he comprometido a que usted se 
encargue de la comisión, por lo mismo que usted no llamará la atención con su salida 
de aquí ni con su permanencia en aquella capital. La pérdida de Buenos Aires no puede 
menos de acarrear una catástrofe en la América y, de resultas, la bancarrota del Estado, 
si no se ataca prontamente el mal, reconciliándonos con los ingleses. Así lo he declarado 
francamente en Aranjuez, añadiendo que yo no podía continuar al frente de la caja en 
medio de tantos riesgos como se iban a correr con la prolongación de la guerra con 
Inglaterra. De resultas, se ha convenido en intentarlo del mejor modo que sea posible”. 
Argüelles decía en dicha carta que conocía a Espinosa sólo “por una casualidad”. 

33 La Contaduría de la Comisión gubernativa de consolidación de vales y cajas de 
extinción y descuento, dependiente del Consejo de Castilla, era la Caja de amortización, 
y estaba dirigida por Manuel Sixto Espinosa, consejero de Hacienda. Como vocal de 
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De nuevo, vemos, así, la union en la acción de estos hombres. Jove-
llanos y Felipe Canga participaron de la mano y de manera protagonista 
en el proceso que derivó en la primera desamortización ilustrada, que 
afectó a las fundaciones piadosas y cofradías, en 179834. Cuatro años an-
tes, a fines de 1794, cuando Jovellanos envió a Felipe Canga Argüelles su 
decisivo Informe sobre la ley agraria35 atribuyó la obra desamortizadora 
directamente a una cadena formada por tres asturianos36, desde la aper-
tura del expediente por Campomanes, pasando por la elaboración del 
informe por el mismo Jovellanos, hasta el amparo legislativo y ejecución 
que encomendaba al consejero Canga. Este, efectivamente, participó en 
las principales juntas y comisiones ocupadas del gobierno de la deuda y 
la búsqueda de bienes vinculados y amortizados37. Un cuarto asturiano 

dicha Comisión entontramos a Felipe Ignacio Canga Argüelles, además de otros 
ministros que venían trabajando desde hacía años en la ordenación de la deuda pública 
y las propuestas desamortizadoras vinculadas a la misma. Reales Cédulas de 1 de 
diciembre de 1799 y 6 de mayo de 1800. Suplemento a la Colección de pragmáticas, 
cédulas, provisiones, circulares y otras providencias publicadas en el actual reynado del 
señor don Carlos IV, II (1797-1800), Imprenta de la viuda e hijo de Marín, Madrid, 1795-
1805, pp. 252-266 y 320-322.

34 Los fondos que se obtuviesen se aplicaban a la citada Caja de amortización. Los 
siete reales decretos de 19 de septiembre de 1798 se contienen en las reales cédulas 
de 24 y 25 del mismo mes. Se desamortizaban y enajenaban forzosamente los bienes 
raíces de prácticamente la totalidad de las fundaciones benéficas y piadosas: hospitales, 
hospicios, casas de misericordia, reclusión y expósitos, y, en general, memorias pías y 
patronatos de legos, y también las cofradías, y se permitía la venta de los bienes de los 
mayorazgos y otros vínculos, de los patronatos de sangre (únicas fundaciones laicas 
excluidas de la desamortización) y las fundaciones puramente eclesiásticas, entre las 
que destacaban las capellanías colativas. A.H.N., Fondos contemporáneos, Ministerio 
de Hacienda, libro 6.012. Se publicaron en la Gaceta de Madrid los días 2, 5, 9 y 12 de 
octubre de 1798. He estudiado en profundidad este proceso en Marta Friera Álvarez, 
La desamortización de la propiedad de la tierra en el tránsito del Antiguo Régimen al 
Liberalismo (la desamortización de Carlos IV), Fundación Foro Jovellanos del Principado 
de Asturias, Gijón, 2007. Vid. Richard Herr, “Hacia el derrumbe del Antiguo Régimen: 
crisis fiscal y desamortización bajo Carlos IV”, en Moneda y Crédito, 118, 1971, pp. 
37-100; y La Hacienda Real y los cambios rurales en la España de finales del Antiguo 
Régimen, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1991.

35 Su fecha, 1795. Lo cito por la edición de Informes en el expediente de Ley agraria, 
Instituto de Cooperación Iberoamericana, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1990.

36 “La formación y conclusión del expediente se debe a un asturiano; este informe, 
que contiene un completo examen de la materia y la reduce a sus verdaderos principios, 
nunca establecidos hasta ahora, a otro asturiano; haga vuestra merced que se deba a 
otro el establecimiento de las leyes que deben canonizarlos. El objeto es grande: trátase 
no menos que de la prosperidad y la gloria de España”. Diario de 11 de octubre de 1794. 
En Obras de D. Gaspar Melchor de Jovellanos, 3, p. 210.

37 Además de ser miembro de la Comisión gubernativa de consolidación (vid. supra, 
nota 33). De su participación en la Junta de ministros nombrada en 1797 para analizar 
las propuestas de enajenación de bienes amortizados, nos habla su propio hijo, José 
Canga Argüelles, en su Diccionario de Hacienda para el uso de los encargados de la 
Suprema Dirección de ella, 5 tomos, Imprenta española de M. Calero, Londres, 1826, pp. 
233-243. Por su parte, en 1798 se formó una nueva Junta encargada de analizar los 
medios más adecuados para salvar la hacienda, en la que también participó Canga, con 
el conde de Cabarrús, Miguel Cayetano Soler, Manuel Sixto Espinosa y Martín Antonio 
de Huici. British Library, Manuscripts, Egerton, 369; Biblioteca de la Real Academia de 
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sería Agustín Argüelles, que trabajaba en la contaduría y fue enviado por 
su director a Londres, como hemos dicho, donde se encontrará, en 1808, 
con Vega Infanzón y Queipo de Llano38. No me resisto a resaltar que era 
entonces, además, tesorero general del reino, otro asturiano, Antonio No-
riega y Bada39. 

De Londres se trasladaron, no a Madrid, porque estaba ocupado, 
pero sí al centro de recomposición del poder central, primero Sevilla (don-
de estaba Jovellanos en representación de Asturias en la Junta Central 
junto al  también interesante, aunque no jurista, sino militar, Francisco 
Bernaldo de Quirós, VI marqués de Camposagrado, Oviedo, 1763-Ma-
drid, 5 de febrero de 183740)41; y finalmente se reencontraron en Cádiz, 
epicentro del proceso de convocatoria y reunión de las Cortes liberales, 
con la muy activa participación de Jovellanos, Flórez, Argüelles, Vega y 
Toreno42; los tres últimos fueron elegidos diputados, como también el 
ya citado Felipe Vázquez Canga, de modo que son parte destacada e im-

la Historia, Colección Sempere y Guarinos, X (9-5.212), pp. 211-241. Sobre una Junta 
previa reunida en 1793, en la que también había participado Felipe Canga, vid. AHN, 
Estado, legajos 3211 (2) y 3212 (1). 

38 Vid. supra nota 31.
39 En reconocimiento y por la influencia que podía ejercer, fue nombrado diputado del 

Principado en la Corte y Primer Individuo de la Diputación. Diputaciones de 16 de junio, 
20 de julio y 9 de agosto de 1797 y juntas generales de 1799 (sesión de 25 de mayo) y 
1802 (sesión de 11 de junio). En la Diputación de 30 de marzo de 1808 se dio cuenta de 
su encarcelamiento en Madrid, junto con Godoy, pero también el mencionado Manuel 
Sixto Espinosa, director de la Caja de amortización. AHA, Junta General, libros 120, 
123 y 124. Moriría en Badajoz, en diciembre, asesinado por el “populacho”. Índice de los 
papeles de la Junta Central Suprema Gubernativa del Reino y del Consejo de Regencia 
publicado por el Archivo Histórico Nacional, Madrid, Tip. de la Revista de Archivos, 
Bibliotecas y Museos, 1904.

40 He consultado su partida de bautismo en el Archivo Diocesano de Oviedo, 
Parroquia de San Tirso, Oviedo, libro 39.15.4. Fue hijo del matrimonio formado por 
Francisco Bernardo de Quirós y Francisca de Salas Moriño de Lobera, nacida en la villa 
de Pontevedra. El 9 de marzo de 1761 bautizaron a María de los Dolores Xaviera Antonia 
Tomasa Coleta y el 13 de marzo de 1762 a José Benito Antonio María Xavier Ramón. 

41 Jovellanos y Camposagrado fueron elegidos para representar a Asturias en la Junta 
Central Suprema Gubernativa del Reino en el seno de la Junta de gobierno de Astuiras 
el 1 de septiembre de 1808. El certificado de dicha elección lo reproduce Ramón Álvarez 
Valdés, Memorias del levantamiento…, op. cit., pp. 318-319 y 340-341; lo consulté en su 
día en el AHN, Estado, legajo 61, 2, S, fols. 376 y ss. 

42 Tras su regreso de Londres, en 1809, Argüelles y Toreno partieron a Sevilla, lo 
mismo que Flórez, expulsado del gobierno de Asturias en mayo tras la supresión de 
la Junta asturiana por la fuerza militar. Jovellanos cuenta que Flórez Estrada huyó 
“furtivo y corriendo los mayores peligros”. Don Gaspar de Jovellanos a sus compatriotas. 
Memoria en que se rebaten las calumnias divulgadas contra los individuos de la Junta 
Central y se da razón de la conducta y opiniones del autor desde que recobró su libertad, 
La Coruña, en la Oficina de Francisco Cándido Pérez Prieto, 1811. La cito por Memoria 
en defensa de la Junta Central, Clásicos asturianos del pensamiento político, Junta 
General del Principado de Asturias, Oviedo, 1992, tomo II (apéndices), p. 176. Por su 
parte, Toreno renunció a su nombramiento para la nueva junta formada en sustitución 
de la suprimida por el marqués de La Romana, “por considerar su procedimiento ilegal 
y dañoso”, y se fue también a Sevilla en septiembre de 1809. Lo relata en Historia del 
levantamiento, guerra y revolución de España, op. cit., p. 190. 
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portante de la brillante generación que dio origen al constitucionalismo 
liberal hispánico43. 

Argüelles ascendió entonces a la mejor posición, a través de su des-
tacada e influyente participación en la Junta de Legislación de la Co-
misión de Cortes, de la que era secretario, formada en 180944; contaba 
con la confianza de Jovellanos, bajo la protección de Vega45. A través del 
trabajo de esta junta se pone claramente de manifiesto el tránsito en 
estos cruciales meses de la anglofilia representada, en nuestro caso, por 
Jovellanos y Vega -partidarios de la convocatoria de unas Cortes entre la 

43 Argüelles estuvo presente en las Cortes de Cádiz desde la primera sesión, porque 
fue nombrado diputado suplente. Vid. Manuel Fernández Martín, Derecho parlamentario 
español, Congreso de los Diputados, Madrid, 1992, 2, pp. 601-615. En Asturias las 
elecciones se celebraron entre septiembre y diciembre de 1810, una vez recibido el Real 
Decreto de 18 de junio con las instrucciones general y particular para la provincia, la 
última debida a Jovellanos. La entonces Junta Superior de Armamento y Defensa eligió, 
el 14 de septiembre, a su diputado: Alonso Cañedo Vigil. Por su parte, de la Junta 
electoral provincial, reunida el 16 de diciembre, salieron elegidos como diputados el 
conde de Toreno, Agustín Argüelles, Pedro Inguanzo y Rivero, Felipe Vázquez Canga 
Argüelles, José Valdés Flórez y Bazán, que, como no era natural, fue sustituido por 
el primer suplente, Francisco del Calello Miranda, Francisco Sierra y Llanes y Andrés 
Ángel de la Vega Infanzón, por este orden. El acta electoral, firmada el 2 de enero de 
1811, se custodia y la he consultado en el Archivo del Congreso de los Diputados, 
Documentación electoral, legajo 1, número 4. La remisión de los poderes de la Junta 
electoral asturiana, firmada el 11 de enero, en el AHA, Junta General, libro 129. Toreno 
tuvo que ser autorizado específicamente por las Cortes para ejercer el cargo, por no 
contar aún con la edad de 25 años establecida (sesion de 16 de marzo). Utilizo la edición 
Diario de sesiones de las Cortes Generales y Extraordinarias, Imprenta de J. A. García, 
Madrid, 1870. 

44 La Junta de Legislación estaba integrada por Rodrigo Riquelme, presidente, y, como 
vocales, Manuel de Lardizábal, el conde del Pinar, José Pablo Valiente, Antonio Ranz 
Romanillos, Alejandro Dolarea, José Blanco, que renunció al cargo y fue sustituido por 
Antonio Porcel, y Agustín Argüelles, este último secretario con voto. Tenía como objeto 
“meditar las mejoras que puede recibir nuestra legislación, así en las leyes fundamentales 
como en las positivas del reino y proponer las medidas de asegurar su observancia”. En 
su seno presentó Ranz Romanillos su conocida reunión de leyes fundamentales de la 
Monarquía, tomadas de los cuerpos normativos más importantes de la tradición jurídica 
española, identificada con la castellana, clasificadas dichas leyes en tres categorías: 
derechos del soberano, derechos de la nación y derechos individuales. Vid. Federico 
Suárez, Actas de la Comisión de Constitución (1811-1813), Instituto de Estudios Políticos, 
Madrid, 1976. Sigue siendo fundamental el trabajo de Francisco Tomás y Valiente, 
“Génesis de la Constitución de 1812: De muchas Leyes Fundamentales a una sola 
Constitución”, en Anuario de Historia del Derecho Español, 65, 1995, pp. 13-125.

45 Jovellanos, que mostró su claro rechazo a los principales acuerdos liberales de las 
Cortes de Cádiz, confiaba, no obstante, en la formación e inteligencia de Argüelles: “¿Y 
sabe usted que nuestro Agustín Argüelles es el oráculo de las Cortes? No conozco bien 
sus principios, aunque lo tengo por muy instruido y también por hombre de juicio, y 
esto me consuela mucho […] Hay seguramente en las Cortes hombres de ilustración y 
de juicio, entre los cuales descuella, según dicen, nuestro Agustín Argüelles, quantum 
lenta solent inter viburna cupressi; pero se que hay otros cuyos principios políticos son 
bebidos sin reflexión en J[uan] J[acobo], Mably, Locke, Milton y otros teóricos que no 
han hecho más que delirar en política”. “Cartas de Jovellanos a lord Holland” (Muros, 
5 de diciembre de 1810). En Obras completas. V. Correspondencia (octubre 1808-1811), 
Ayuntamiento de Gijón, Instituto Feijoo de Estudios del Siglo XVIII, KRK, Gijón, 1990, 
pp. 421-428. 
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tradición y la modernidad, bajo criterios racionales de representatividad 
y capaces de compilar la antigua constitución, histórica y consuetudi-
naria- al triunfo de la corriente revolucionaria y francesa que acogió, 
aunque con matices, el aventajado y ahora díscolo discípulo, Argüelles, 
capaz de imponerse para la declaración de la soberanía nacional y en la 
Constitución de Cádiz. Entre unos y otros, estaría el original Flórez Es-
tada, muy unido a Jovellanos y admirador del modelo reformista inglés, 
y que en estos momentos todavía se nos presenta entre la tradición y la 
revolución, más ilustrado que liberal en su interesante e importante pro-
yecto de Constitución para la nación española46.

Al lado de estos destacados hombres debemos rescatar a otros juris-
tas y políticos, menos conocidos porque desarrollaron su también decisi-
va acción política sin trascender del ámbito de Asturias. 

Hay muchos nombres; pero quiero referirme, al menos, al doctor Ber-
nardo de Estrada Valvidares, que fue abogado del Ayuntamiento de Ovie-
do, pero, sobre todo, abogado del Principado de Asturias durante quince 
años (1784-1802, salvo el trienio de 1790 a 1793). Sucedió en el cargo, 
precisamente, a Felipe Ignacio Canga Argüelles, que había ejercido como 
tal abogado provincial durante nueve años (1775-1784)47; además este 
examinó a Estrada en 1774 en la oposición a una cátedra de regencia de 
Leyes. Bachiller, licenciado y doctor por la Universidad de Oviedo48, con 
Canga comparte también haber sido fundador del Colegio de abogados, 
decano del mismo (1779 y 1793)49, director de la Academia de Leyes, y, 
sobre todo, la activa participación en la reforma de estudios universitarios 
de 1774, ya que Estrada fue comisionado del Claustro para dicho plan50. 

46 Constitución para la nación española presentada a Su Majestad la Junta Suprema 
Gubernativa de España e Indias en 1º de noviembre de 1809, dirigida a la Junta Central 
y firmada el 1 de noviembre de 1809. Publicada en Birmingham, 1810. La he consultado 
en Obras de Álvaro Flórez Estrada, 2, B.A.E., 113, Atlas, Madrid, 1958, pp. 307-344. 

47 Sobre los abogados del Principado de Asturias vid. Friera Álvarez, Marta, La Junta 
General del Principado de Asturias…, op. cit., pp 143-144 y153. 

48 Licenciado en leyes y doctor por la Universidad de Oviedo en 1763. Fue sustituto 
de las cátedras de Vísperas y Prima, Sexto y Prima de cánones. Opositó a la cátedra de 
regencia de Leyes en 1774. En el tribunal estaba Felipe Canga, que, no obstante, por 
indisposición, fue sustituido por Pedro Ruiz Villar. Fue ginasiarca, es decir, director, 
fiscal y secretario de la Academia de leyes de la Universidad. “Títulos, grados y exercicios 
literarios de los opositores a la cátedra de regencia de leyes, vacante en esta Universidad 
de Oviedo”, en Autobiografías de asturianos…, op. cit., 1, pp. 641-643. Bernardo Estrada 
es hermano del poeta Antonio Estrada Valvidares. Vid. Florencio Friera Suárez, “El poeta 
Antonio Valvidares y su grupo familiar”, en Homenaje a José María Martínez Cachero: 
investigación y crítica, 2, Universidad de Oviedo, Oviedo, 2000, pp. 553-590.

49 Estuvo presente en la primera reunion de la junta de gobierno, el 17 de septiembre 
de 1775, y fue nombrado maestro de ceremonias el 8 de septiembre de 1777. Fue elegido 
decano por primera vez el 8 de septiembre de 1779, sustituto el 10 de septiembre de 
1786 y, por segunda vez, el 15 de septiembre de 1793. ACAO, Libros de acuerdos, libro 1. 

50 En 1772 fue comisionado por el Claustro para la elaboración del informe solicitado 
por el Consejo de Castilla. En agosto presentó a Campomanes, entonces fiscal del 
Consejo de Castilla, un escrito con sus opiniones sobre la reforma universitaria. Por su 
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También destaca Alonso Canella (Sobrescobio, 1763-Oviedo,1834)51, 
catedrático de Prima de Cánones en la Universidad de Oviedo; herma-
no, padre y abuelo de destacados abogados y profesores universitarios: 
Benito y Fermín Canella son hijo y nieto, respectivamente, que nos lle-
van hasta el “Grupo de Oviedo” que a fines del siglo XIX hizo célebre a 
la Facultad de Derecho y la Universidad de Oviedo. Fue también activo 
miembro del Colegio de abogados, a cuyo decanato accedió precisamente 
en 1808; formó parte del Tribunal de Estado creado por la Junta sobe-
rana en septiembre de ese mismo año, junto con Felipe Vázquez Canga y 
el también interesante, y más tarde reconocido liberal, Juan Nepomuce-
no Fernández San Miguel (Gijón, 1772)52. Este también fue licenciado y 
doctor por la Universidad de Oviedo, abogado, con plena participación en 
la Academia y, además, en la elaboración del plan de estudios de 1807, 
que siguió al de 1774, y fue más decisivo aún en el tránsito de culturas53. 
Volviendo a Alonso Canella, fue elector por Sobrescobio en la junta elec-
toral provincial que eligió a los diputados asturianos de las Cortes de Cá-
diz; también significativamente, solo tres años después, fue comisionado 
para felicitar a las Cortes por la aprobación de la Constitución de 181254. 

parte, el informe del Claustro se elevó al Consejo el 14 de septiembre. Vid. Justo García 
Sánchez, “Elaboración del plan de estudios de la Universidad de Oviedo (1766-1774)”, 
en Studium ovetense: Revista del Instituto Superior de Estudios Teológicos del Seminario 
Metropolitano de Oviedo, 20, 1992, pp. 73-138.

51 Vid. Florencio Friera Suárez, “Genealogía de Fermín Canella Secades: parentesto 
entre cinco familias ovetenses”, en Balesquida, fiestas de 2011. Coord. Alberto Carlos 
Polledo Arias, Oviedo, 2011, pp. 106-108. Sobre su hermano, el licenciado Antonio 
Canella (1751-1829), bachiller por la Universidad de Oviedo en 1772, pasante de Manuel 
Gerónimo Carro Alonso, deán de la Santa Iglesia Catedral, de 1772 a 1776, recibido 
como abogado de los consejos reales, en Oviedo, en 1782, vid. AHN, Consejos, 12141, 
expedientes 1-59.

52 Sobre este tribunal, vid. Ramón Álvarez Valdés, Memorias del levantamiento…, op. 
cit., p. 174.

53 Bachiller en leyes y cánones, licenciado y doctor en cánones por la Universidad 
de Oviedo en 1793; Director de la Academia de Jurisprudencia Civil y Canónica, que 
es como pasó a llamarse la de legistas y canonistas. En 1795 fue nombrado abogado 
consultor de cámara del Obispado de Astorga. En 1797 fue recibido como abogado en la 
Real Audiencias de Asturias. En 1798 juez primero de Gijón. En 1805 logró la cátedra 
de instituciones canónicas, que solo pudo ejercer hasta 1808. “Títulos y méritos de 
don Juan Nepomuceno Fernández San Miguel y Valledor, hijodalgo notorio y natural de 
la villa de Gijón de Asturias” (1814), en Autobiografías de asturianos…, op. cit., 2, pp. 
67-70. Se colegiará como abogado en Madrid en 1817 y no se incorporará al Colegio de 
Oviedo hasta después del Trienio Liberal, con muchas dificultades porque este exigía su 
purificación. La Real Audiencia ordenó su colegiación por auto de 7 de febrero de 1826. 
ACAO, Libros de acuerdos, libro 1. Fue apoderado sustituto por Gozón en la Junta 
General de 1805 y por Cangas de Tineo en la de 1808.

54 Solicitó su ingreso en la junta de gobierno de 28 de noviembre de 1790, y las 
pruebas se realizaron en la del 28 de marzo de 1791. Fue elegido decano el 11 de 
septiembre de 1808. La comisión para la felicitación a las Cortes se nombró el 20 de 
agosto de 1812. ACAO, Libros de acuerdos, libro 1. El acta de elección de diputados 
a Cortes por Asturias, de 2 de enero de 1811, donde constan los electores de la junta 
electoral provincial, entre ellos Canella, en Archivo del Congreso de los Diputados (en 
adelante ACD), Documentación electoral, legajo 1, número 4. 
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Como decíamos, estos hombres, miembros de una renovada élite 
social, compaginaron la abogacía con el acceso, al fin, a cátedras uni-
versitarias de leyes, otros cargos de administración real o eclesiástica 
en la provincia; pero, además, continuaron ejerciendo el gobierno local y 
provincial, todavía como extensión del gobierno doméstico y familiar que 
correspondía a su hidalguía local y sus familias. Así, prácticamente todos 
ocuparon distintos cargos de regimiento y judicatura en los ayuntamien-
tos, y fueron apoderados de sus concejos de influencia en la Junta Gene-
ral del Principado de Asturias, la institución de representación y gobierno 
de la provincia. Ejercieron, por tanto, las potestades locales y provincial. 
Es el caso de los citados Felipe Canga55, Bernardo Estrada56, Andrés Án-
gel de la Vega57 y Alonso Canella58. Flórez Estrada, solo en parte, porque 
pronto desarrolló su carrera profesional fuera de Asturias, en Madrid, 
como más claramente Argüelles, a quien, al contrario que los otros, no 
vemos participar en la Junta General del Principado59. Son graduados 
en la Universidad de Oviedo, abogados por la Real Audiencia, colegiados, 

55 Canga fue, como ya hemos dicho (vid. supra notas 16 y 17), además de catedrático 
de la Universidad de Oviedo, abogado del Principado, pero también fiscal interino de la 
Real Audiencia, promotor fiscal de la Junta del hospicio del Principado de Asturias y de 
las rentas reales en dicha provincia, promotor fiscal de expolios y vacantes de la Ciudad 
y del Obispado de Oviedo, abogado defensor de las temporalidades de los regulares 
jesuitas, abogado de cámara y foro del Obispo de la Diócesis de Oviedo y sustituto 
doctoral de la Santa Iglesia Catedral. Relación de los exercicios literarios, grados y méritos 
del doctor D. Felipe Canga Argüelles, op. cit.

56 Estrada (vid. supra nota 48), además de catedrático, al menos sustituto de 
distintas cátedras, fue abogado del Principado y, como también hemos dicho, abogado 
del Ayuntamiento de Oviedo, fiscal del Santo Tribunal de Cruzada, juez noble de Oviedo 
y alcalde mayor de las jurisdicciones dependientes de dicho concejo. “Títulos, grados y 
exercicios literarios de los opositores a la cátedra de regencia de Leyes, vacante en esta 
Universidad de Oviedo”, op. cit. Además, tuvo una destacadísima participación en la 
Junta General del Principado, no solo como abogado durante quince años, sino también 
como procurador o apoderado de varios concejos de manera continuada y acumulativa 
(en 1790 presentó hasta siete poderes de siete concejos), sobre todo por Oviedo, pero 
también por Parres, Ibias, Llanes, Ribadesella, Cangas de Onís, Amieva, Caravia y Piloña 
(en las juntas generales de 1769, 1775, 1778, 1781, 1790, 1793, 1794, 1799 y 1802). 
AHA, Junta General, libros 110, 111, 113, 116, 117, 119, 120 y 123.

57 Vega Infanzón (vid. supra nota 22), además de catedrático, abogado de la Real 
Audiencia con despacho particular, como ya hemos dicho, fue procurador en la Junta 
General del Principado (me consta en las juntas generales de 1793, por Oviedo, 1794, 
sustituto por Noreña, 1802, por Castropol, y 1805, sustituto por Pravia y por Castropol. 
AHA, Junta General, libros 117, 119 y 123). También ocupó la prebenda doctoral de la 
Santa Catedral de Mondoñedo, y fue procurador y juez noble de Oviedo. AHN, Consejos, 
legajo 6045, 87.

58 Vid. supra nota 51. Alonso Canella fue apoderado de Sobrescobio en las juntas 
generales de 1793, 1802 (también sustituto de Ribera de Abajo) y 1805. AHA, Junta 
General, libros 117 y 123.

59 No obstante, a Flórez Estrada sí que le encontramos ejerciendo cargos de gobierno 
provincial, de manera bastante activa e interesante, a través de sus concejos de influencia 
familiar, con núcleo en Somiedo. Fue, así, procurador en la Junta General de 1805 y 
elegido procurador general en la de 1808, como hemos adelantado. Vid. Marta Friera 
Álvarez, “Álvaro Flórez Estrada en la Junta General del Principado de Asturias”, op. cit.
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miembros de la Academia de leyes, catedráticos, con despachos o acade-
mias particulares y, además, regidores o jueces locales en los concejos de 
su influencia familiar, abogados o fiscales de dichos ayuntamientos, al 
servicio de dichos municipales y de las principales autoridades eclesiás-
ticas, procuradores o apoderados en las instituciones de representación 
y gobierno provincial: la junta general, la diputación, la procuraduría 
general, la abogacía del Principado de Asturias… 

¿Cómo accedemos al conocimiento de la formación, profesión y ac-
ción de estos juristas y políticos? Los datos están dispersos y la labor de 
compilación es difícil y larga en el tiempo, dedicada a la búsqueda, a ve-
ces casual, en archivos parroquiales, concejiles y provinciales60; también 
he segido el rastro de algunos fuera de Asturias; como decía el profesor 
Varela, de Madrid (Archivo Histórico Nacional y Archivo General de la 
Administración, fundamentalmente) a Londres (en la Biblioteca británica 
encontramos a Canga como miembro de la junta real encargada de la 
amortización de la deuda pública en mayo de 179861; en Oxford el archi-
vo de Vega Infanzón62). Merece mucho la pena ser pacientes y no decaer, 
porque las piezas van encajando y el trabajo comienza a dar frutos en 
forma de algunas conclusiones.

Se trata de hombres que nacieron y crecieron en familias hidalgas 
acomodadas rurales, e ilustradas, como reflejan, por ejemplo, los inven-
tarios de algunas de sus bibliotecas, que se conservan en los archivos no-
tariales, que también he tenido ocasión de estudiar63. Son significativas 

60 Lamentablemente, el archivo de la Universidad de Oviedo desapareció en su práctica 
totalidad en 1934, lo mismo que el de la Real Audiencia de Asturias. No queda más 
remedio que buscar en otros lugares (bibliotecas y archivos) datos sobre la formación 
y ejercicio profesional de los juristas asturianos, como es el caso de sus relaciones de 
méritos, que tanto he utilizado para este trabajo. Por su parte, en el archivo diocesano 
de Oviedo he localizado las partidas de bautismo, matrimonios y defunciones de varios 
de los hombres citados en este trabajo, con relevantes datos incluida su graduación 
universitaria. En cuanto a los archivos para el gobierno local y provincial, el archivo 
que mejor conozco es el de la Junta General del Principado de Asturias, en el AHA, 
en el que he encontrado innumerables y valiosos datos sobre los juristas asturianos 
ilustrados y liberales, no solo en cuanto a su participación en el poder provincial, 
que despega en el último cuarto del siglo XVIIII en Asturias, sino también algunos de 
sus más interesantes escritos, votos e intervenciones sobre cuestiones importantes 
en el tránsito de culturas jurídicas.Vid. Marta Friera Álvarez, La Junta General del 
Principado de Asturias…, op. cit. 

61 Vid. supra nota 37.
62 Se trata de la documentación legada por el propio Vega a Charles Richard Vaughan, 

a quien conoció precisamente durante su comisión a Londres por Asturias de 1808 a 
1810. Se conservan en los llamados Vaughan Papers/ Vega Papers, en Oxford University, 
All Souls College, Codrington Library. Vid. Alicia Laspra Rodríguez, “Andrés Ángel de la 
Vega Infanzón: un reformista anglófilo”, en Historia Constitucional, 14, 2013, pp. 45-75. 
La biblioteca me ha proporcionado una copia digital de los mismos, por lo que estoy 
muy agradecida.  

63 Son sumamente interesantes las bibliotecas familiares, como también cualquier 
dato sobre sus lecturas y la traducciones que realizaban. Especialmente importantes 
para este trabajo son los libros jurídicos, en concreto, los dedicados al Derecho real. 
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las bibliotecas de las familias notables, como los marqueses de Ferrera, 
Vistalegre y Santa Cruz de Marcenado, y los condes de Toreno64, pero 
también las jurídicas de los abogados y catedráticos, los regentes y oido-
res de la Real Audiencia -que no eran naturales de Asturias-, con abun-
dantes volúmenes de recopilaciones y estudios de leyes reales, que iban 
desplazando claramente a los textos romanos y canónicos65. No es fácil 
encontrar estas librerías que todo abogado, además, debía tener en su 
estudio para poder colegiarse. De algunas solo sabemos de forma indirec-

Me he ocupado en detalle en Marta Friera Álvarez, La Junta General…, op. cit., pp. 474-
492. Vid. Juan Uría Ríu, “Asturias en la segunda mitad del siglo XVIII”, en Estudios 
de Historia de Asturias, Silverio Cañada, Gijón, 1989, pp. 303-317; Alfonso Menéndez 
González, “Los regentes de la Audiencia de Asturias en el siglo XVIII”, en Boletín del 
Instituto de Estudios Asturianos, 133, enero-marzo, 1990, pp. 27-44; Del mismo 
autor, “Libros y lectores en la Asturias del siglo XVIII”; Roberto J. López, “Lectores y 
lecturas en Oviedo durante el Antiguo Régimen”; Manuel de Abol-Brasón y Álvarez-
Tamargo, “La biblioteca del Conde de Toreno: de la Ilustración al Liberalismo. Aspectos 
histórico-jurídicos”; los tres en 1er. Congreso de Bibliografía Asturiana, 2, Servicio de 
Publicaciones del Principado de Asturias, Oviedo, 1992, pp. 879-900, 781-801 y 590-
687, por el orden citado.

64 Para la biblioteca del conde de Toreno (1827 y 1846) vid. Manuel Abol, “La 
biblioteca del Conde de Toreno…”, op. cit. La Lista de la librería del señor marqués de 
Santa Cruz de Marcenado, Joaquín José Navia Osorio, fechada el 5 de marzo de 1815, 
un año después de su fallecimiento, ocurrido en Barcelona, el 20 de febrero de 1816, 
la he consultado en el Archivo Municipal de Gijón, Archivo de Marcenado, Casa de 
Navia, caja 86. La biblioteca de Juan Alonso Navia y Arango, marqués de Ferrera, 
inventariada en 1777, en el AHA, Protocolos notariales, Oviedo, caja 954, fols. 12 r.-
23 v. Entre las obras de y sobre el Derecho real, y ordenanzas particulares, destacan: 
“Fuero Real”, “Nueva Recopilación y Autos Acordados”, “Autos y acuerdos del Consejo 
mandados imprimir por don Fernando de Acebedo, arzobispo de Burgos”, “Fueros 
de los caballeros hidalgos de Vizcaya”, “Ordenanzas de la Compañía de Guipúzcoa”, 
“Ordenanzas de la Chancillería de Valladolid”, “Derecho práctico de la Real Audiencia 
de Galicia por don Bernardo Heredia de Fuga”, “Ordenanzas de la Ciudad de León”, 
“Ordenanzas de la Ciudad, de don Felipe”, “Memorial ajustado sobre suerte en León 
para las primeras Cortes”, “Ordenanzas del Obispo de Oviedo”, “Exposición de los 
derechos del rey con la respuesta de las Cortes y su refutación”, “Amortización por el 
señor Campomanes”, “Yndustria popular”, “Práctica de lo criminal por Villarroel”, “Ley 
política por don Pedro Salcedo”, “Política de Bobadilla”, “Política de Villadiego”, “Política 
yndiana de Juan de Solórzano” y “Curia filípica”. El inventario y tasación de los libros 
de Antonio Antayo, marqués de Vistalegre, realizados en 1794, se custodia en el AHA, 
Protocolos notariales, Oviedo, caja 1151, fols. 54 v.-57 r. y 148 r.-153 v. Destacan: 
“Partidas”, “Nueva Recopilación y Autos Acordados”, “Práctica de rentas reales”, 
“Práctica criminal”, “Abogado instruido” y “Derecho Público de Europa”. También 
los textos relacionados con la política económica: “Comercio de Olanda”, “Comercio 
suelto”, “Nuevo sistema de govierno económico para la América”, “Comercio marítimo”, 
“Comercio de la Europa”, “Semanario Económico”, “Ensayos, Estatutos y Estractos de 
la Sociedad Bascongada”, “Memorias sobre la agricultura” y “Discurso sobre el fomento 
de la industria popular”.

65 Inventarios de bienes de Antonio Varela Bermúdez (1763), regente de 1755 a 1764; 
Manuel de Berdeja (1766), regente de 1764 a 1766; Bartolomé Sanz y Torres, oidor y 
alcalde mayor (1780); Juan Miguel Díez, oidor (1781); y Antonio Melgarejo y Dávalos, 
oidor y alcalde mayor (1786). AHA, Protocolos notariales, Oviedo, cajas 944 (II), 946 
(fols. 393 r.-402 v.), 956 (fols. 268 v.-270 v.), 957 (fols. 162 r. y v. y 175 v.-177 r.) y 
813 (fols. 450 v.-454 v.). Vid. también la biblioteca de José Méndez Vigo (1804), AHA, 
Protocolos notariales, Oviedo, caja 1232, fols. 58 v.-62 r. 
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ta y sin conocer su contenido, como es el caso de la formada por Bernar-
do Estrada Valvidares, por ejemplo66.

En general, eran segundones, es decir, no mayorazgos, lo que llevó 
a buscar su sustento en la carrera civil o eclesiástica, a la que tuvieron 
acceso a través del estudio del Derecho, a la nueva forma ilustrada, es 
decir, del Derecho legal, sin necesidad de moverse, además, de Asturias, 
como estudiantes y luego catedráticos en la Universidad de Oviedo, en 
las academias y despachos de abogados, profesión a la que también acce-
dieron y ejercieron en Oviedo, en su Real Audiencia y a través del recién 
creado Colegio. 

Es interesante analizar cómo desde su experiencia en el gobierno 
doméstico, familiar, local y provincial al que acabo de referirme, una vez 
que protagonizaron los acontecimientos que llevaron a la reunión de las 
Cortes de Cádiz, algunos de estos hombres ascendieron al gobierno po-
lítico de la Monarquía convertida en Nación. No en vano, esta fue con-
cebida entonces como una sola familia, con unas mismas leyes y un 
solo gobierno, capaz de asumir las hasta entonces múltiples familias, 
estamentos y corporaciones territoriales que componían la comunidad, 
con su pluralidad de derechos y gobiernos67. De padres capaces de go-
bernar sus familias y localidades, y representantes y gobernantes de esas 
corporaciones, pasaron, podemos decir, a ciudadanos legitimados para 
expresar su voluntad individual y juntos la de la nación a través de las 
nuevas leyes, ya bien avanzado el proceso de identificación de estas así 
concebidas y el Derecho. 

Ya lo hemos dicho. Bachilleres y abogados, licenciados y doctores 
por la Universidad de Oviedo, catedráticos, fiscales y consejeros de la 
Monarquía, pero también pequeños cargos en la misma, fundamental-

66 En su testamento, Bernardo de Estrada Valvidares (1788) dice que deja a su hijo 
Francisco de Borja, con la condición de que se gradúe, “los libros canónicos que escoja 
de mi librería, y los místicos de que acostumbro usar para mi familia, los recoja Don 
Joseph Joaquín (otro hijo) para que ejecute lo propio educándola vien y leyéndolos en 
punto que les instruya en las obligaciones de cristianos”. AHA, Protocolos notariales, 
Oviedo, Caja 814, fols. 894 r.-897 r. Su hijo Francisco sí que se graduará en Derecho. 
Fue elegido Decano del Colegio de abogados de Oviedo en 1828 (14 de septiembre). 
ACAO, Libros de acuerdos, libro 1.

67 “Estamos hablando como si la nación española no fuera una, sino que tuviera reinos 
y estados diferentes. Es menester que nos hagamos cargo que todas estas divisiones de 
provincias deben desparecer, y que en la Constitución actual deben refundirse todas las 
leyes fundamentales de las demás provincias de la Monarquía, especialmente cuando 
en ella ninguna pierde. La Comisión se ha propuesto igualarlas todas, pero para esto, 
lejos de rebajar los fueros, por ejemplo, de los navarros y aragoneses, ha elevado a ellos 
a los andaluces, castellanos, etc. igualándolos de esta manera a todos para que juntos 
formen una sola familia con las mismas leyes y Gobierno”. Son palabras del diputado 
Diego Muñoz-Torrero en la sesión de 2 de septiembre de 1811 de las Cortes de Cádiz, en 
la discusión sobre el artículo relativo a la división del territorio de la nueva nación (“de 
las Españas”, artículo 11 del proyecto, 10 de la Constitución). Utilizo la edición Diario 
de sesiones de las Cortes Generales y Extraordinarias, op. cit.
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mente en la hacienda real, que supieron compatibilizar con los tradicio-
nales y obligados del gobierno familiar, local y provincial, se convirtieron 
en diputados de la nación y ministros del Estado en los orígenes del 
constitucionalismo liberal; y, en Asturias, en diputados provinciales, je-
fes políticos, miembros de los ayuntamientos constitucionales, jueces... 
Vázquez Canga, Vega, Argüelles y Toreno diputados nacionales en Cádiz, 
y en el Trienio Flórez Estrada, Fernández San Miguel, a los que se une ya 
una segunda generación de juristas-políticos, como José Canga68; algu-
nos serán, además, secretarios de Estado y del Despacho (Gobernación, 
Hacienda…), como Argüelles, Toreno, Flórez Estrada y Canga, y más tar-
de el citado Mon; y otros se quedarán en el gobierno de Asturias, como 
Manuel María Acevedo, primo y cuñado de Flórez Estrada, que será el 
primer Jefe Político69.

Es destacable la trascendencia que tuvo la formación de todos estos 
juristas y políticos, fraguada desde el último cuarto del siglo XVIII. De 
fábrica de liberales fue tildada la Universidad de Oviedo tras Cádiz, en 
1815, junto con las academias y despachos de profesores y abogados, 
“cunas de revolucionarios”, algunos de cuyos maestros habrían “abri-
gado, sostenido y propagado opiniones perniciosas a la religión y al rey, 
inductivas de subversión a las legítimas potestades”. El plan de estudios 
de 1774 no había sido nada en comparación con el posterior de 1807, que 
entonces fue derogado expresamente, porque su método era el causante 
de la difusión de aquellas “máximas subversivas” 70. 

68 Sobre los diputados asturianos en las Cortes de Cádiz vid. supra nota 43. En 
las primeras Cortes del Trienio Liberal volvió a ser elegido Toreno, y, además, fueron 
elegidos Flórez Estrada y Juan Nepomuceno Fernández San Miguel. Completaban la 
elección el gran Francisco Martínez Marina y Manuel Abad Queipo de Llano, a quien 
sustituyó, por renuncia, Lorenzo Ribera. En las Cortes extraordinarias de 1822 volvió 
Argüelles y entraron José Canga, Rafael del Riego, Diego de la Vega Infanzón y Rodrigo 
Valdés Busto. Diego de la Vega es hijo de Andrés Ángel, pero no era jurista, como 
tampoco Rafael del Riego. En las Cortes de 1834 Asturias eligió, como diputados, a 
Toreno, Argüelles, Flórez, Manuel María Acevedo, y a Álvaro de Navia Osorio y José 
Lorenzo Salas, que renunció por enfermedad y fue sustituido por Bartolomé Menéndez 
de Luarca. A partir de entonces, Flórez, Argüelles y Toreno fueron nombrados diputados 
por Asturias o por Madrid de forma más o menos continua hasta los años cuarenta. 
ACD, Documentación electoral, legajos 6. 3, 8. 3 y 11. 3.

69 Su nombramiento como Jefe Político por Real Orden de la Regencia de 23 de 
septiembre de 1812, en el AHA, Junta General, libro 68, fol. 82. También en el Archivo 
Municipal de Oviedo, Actas, 116, fols. 124 r.-126 r. y 117, fols. 119 v.-120 v. El poder 
matrimonial que otorgó Manuel María Acevedo, ya jefe político de Asturias, con la señora 
Clara, su prima, hija legítima de don Martín Santos de Flórez Estrada y doña Ramona 
Pola y Navia, tía de Acevedo, fechado el 15 de mayo de 1814, lo he localizado en el 
AHA, Protocolos notariales, Oviedo, caja 8221. En ese momento aún no había llegado la 
correspondiente licencia canónica. 

70 Real Orden de 6 de febrero de 1815 por la que manda visitar e inspeccionar los 
Estudios Reales de San Isidoro, las universidades de Salamanca, Oviedo y Santiago 
y el Seminario de San Fulgencio de Murcia, en concreto, sus cátedras y bibliotecas. 
Los visitadores para la Universidad de Oviedo, como centro de enseñanza sospechoso 
de haber difundido los principios de la Revolución Francesa, fueron José Antonio 
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Si el primer plan ilustrado había comenzado el proceso de sustitu-
ción de la opinión de los jurisprudentes en la formación de los juristas 
que gobernarían la Monarquía y, con ella, acabada con las múltiples opi-
niones, dudas y posibilidades de dar soluciones prácticas a conflictos 
jurídicos, en favor de la determinación de los mismos a través de leyes 
imperativas, por su parte, el plan de 1807 acogió esas leyes claramente 
como verdades del nuevo Derecho Público y la nueva Economía Política, 
reveladas por los ilustrados y acogidas por los primeros liberales. En pa-
labras de Vega Infazón, “las verdades útiles apartadas del error y de la 
opinión que encubre la verdad”71.

Precisamente ese Derecho Público y esa Economía Política fueron 
las nuevas asignaturas del plan de estudios de 1807, de manera ya total-
mente uniforme para todas las universidades de la Monarquía. Esto trajo 
consigo el fin del estudio del Derecho por fuentes romanas, canónicas 
e incluso legales y nacionales (Instituciones, Código, Digesto, Partidas, 
Leyes de Toro, Nueva Recopilación...), además de la Filosofía en el primer 
curso en vez de los previos de la Facultad de Artes. Las cátedras o asig-
naturas pasaron a ser materiales: El Derecho público o constitucional 
serviría para legitimar el Derecho legal patrio vigente, y la Economía Polí-
tica para el ejercicio pleno de una nueva potestad gubernativa, de policía, 
política, económica y administrativa, que era todo lo mismo, capaz de 
desplazar a las hasta entonces plurales potestades pública y privadas o 
domésticas. Además, el Bachillerato tomó, por fin, el protagonismo que 
se reclamaba desde el principio de este proceso, con seis cursos dedica-
dos a las instituciones romanas y canónicas, y la novedad de la historia 
del derecho patrio; de modo que para la licenciatura quedarían cuatro 

Palacio, arcediano de Gordón y canónigo de la catedral de Oviedo, y Francisco Lamuño, 
catedrático, que determinaron que la biblioteca universitaria “había estado franca y esto 
podía haber contribuido a que se esparciese la doctrina que se trataba de evitar”. La 
Real Orden de 24 de septiembre de 1817 derogó para la Universidad de Oviedo el plan de 
1807 y declaró vigente, por el momento, el plan de 1774, a solicitud de varios abogados 
del Colegio. Vid. Fermín Cenalla Secades, Historia de la Universidad de Oviedo..., op. cit., 
pp. 167-173 y 686-694. 

71 Son palabras que pronunció Vega en 1798, en una oración con motivo del homenaje 
realizado por la Universidad de Oviedo a Jovellanos, por su nombramiento como 
Secretario de Estado y del Despacho de Gracia y Justicia. Al referirse a la formación 
del jurisconsulto, destacó que lo importante era “comprender nuestra legislación y 
los pasos que ha llevado, descubriendo varias verdades que forman nuestro Derecho 
Público”; las matemáticas eran para el derecho el ejemplo del racionalismo, para la 
“demostración de las verdades útiles apartadas del error y la opinión que encubre la 
verdad”. Él mismo había servido en la Universidad de Oviedo tres años la cátedra de 
matemáticas antes de acceder a la de regencia de leyes, ese mismo año  de 1798. AHN, 
Consejos, legajo 6045. Vid. Noticia d ellos públicos regocijos con que la Real Universidad 
literaria de Oviedo celebró la feliz elevación de su hijo el excelentísimo señor don Gaspar 
Melchor de Jovellanos, caballero del orden de Alcántara, del Supremo Consejo de Castilla, 
Embaxador en la Corte de Ruria, a la Secretaría de Estado y del Despacho Universal de 
Gracia y Justicia de España e Indias, dedicado al mismo excelentísimo señor, en Oviedo, 
por el Impresor de la misma Universidad, en 1798. 
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cursos más para el estudio de dicho Derecho nacional, mediante las Par-
tidas y la Recopilación, y la novedad de la fundamental ya mencionada 
Economía Política y también el naciente Derecho Mercantil72.

III. ENTRE LA LEY Y EL FUERO
Para la comprensión de los orígenes del constitucionalismo liberal es 

fundamental, a mi juicio, no solo el estudio de la formación, trayectoria 
profesional y acción política de esta generación, sino escuchar sus voces 
en sus ámbitos de gobierno local antes de ocurrir la revolución, al que 
acabo de referirme.     

Solo puedo dejarlo apuntado en esta ocasión, pero destacaré que en 
el seno de instituciones de gobierno asturianas, como la Junta General 
del Principado de Asturias y el Colegio de abogados de Oviedo, en los años 
finales del siglo XVIII e iniciales del XIX, encontramos a algunos de los 
hombres citados en este trabajo y fundamentales en el tránsito de culturas 
jurídicas defendiendo nuevos y decisivos conceptos y categorías jurídicas. 
Especialmente importante me parece el fundamental derecho de represen-
tación. Se trata de manifestaciones públicas de opiniones minoritarias y, 
sobre todo, contrarias a prácticas institucionales consuetudinarias plena-
mente implantadas en la cultura con la que se rompe, en buena parte. 

Así, Bernardo de Estrada, junto con otro importante abogado, Pedro 
Miranda Flórez73, propusieron en la Junta General limitar la sustitución 
y acumulación de los poderes de los representantes concejiles o munici-
pales en la misma, es decir, los que se repartían las oligarquías familia-
res. Eran prácticas institucionales consuetudinarias legítimas que, sin 
embargo, se denunciaron entonces como contrarias a la legalidad, abusi-
vas, porque directamente manifestaban un comercio de votos de la Junta 
y de empleos del Principado, lo que, además, provocaba la insatisfacción 
de la comunidad representada, sus naturales, ya tenida en cuenta, por 
tanto, como participante en el gobierno provincial74. Después de treinta 

72 Real Cédula de SM y señores del Consejo, por la qual se reduce el número de las 
universidades literarias del reyno; se agregan las suprimidas a las que quedan, según 
su localidad; y se manda observar en ellas el plan de estudios aprobado para la de 
Salamanca, en la forma que se expresa, Imprenta Real, Madrid, 1807. Oviedo estaba, en 
último lugar, entre las once universidades subsistentes: Salamanca, Valladolid, Alcalá, 
Cervera, Valencia, Huesca, Zaragoza, Granada, Sevilla, Santiago y Oviedo. 

73 Pedro Miranda Flórez ingresó en el Colegio de Abogados de Oviedo en la misma 
sesión que Alonso Canella, el 28 de marzo de 1791; y sustituyó como abogado de pobres 
a Andrés Ángel de la Vega cuando este renunció por sus ocupaciones como juez noble 
de Oviedo el 3 de enero de 1798. ACAO, Libros de acuerdos, libro 1. 

74 Las denuncias de Bernardo Estrada, seguidas por José Vicente de Omaña, Martín 
de Cañedo, el citado Pedro Miranda Flórez y Nicolás de Ribera Argüelles, por este 
orden, y las votaciones perdidas, pueden consultarse en las juntas generales de 1769 
(sesiones de 17 y 20 de mayo), 1772 (sesión de 26 de junio), 1775 (sesiones de 24 de 
julio y 21 de agosto), 1793 (sesión de 19 de septiembre) y 1796 (sesión de 23 de agosto). 
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años de debate y votaciones perdidas, desde 1769, se logró en 1799, la 
aprobación de un célebre acuerdo que estableció, al menos, la limitación 
de un voto como máximo por cada procurador (había concejos con voto 
entero que lo dividían a la mitad y concejos con un tercio de voto)75. El 
acuerdo, fue recurrido ante el Consejo de Castilla por vulneración, pre-
cisamente, de derechos adquiridos, consuetudinarios e inmemoriales76.

AHA, Junta General, libros 110, 111, 117 y 118. Son especialmente significativas las 
palabras de Estrada y de Miranda. El primero denunció “las continuas alteraciones y 
pleitos que se mueben por los  concejos de este Principado con el motivo de nombrar 
personas para ella [la Junta], a causa de los que lo solicitan para sus amigos y 
encargados, y hacer los Diputados y Procurador General de su facción, de manera 
que se verifican en un solo sugeto muchos votos, y de este modo con pocos unidos se 
forma partido sobresaliente y queda sin efecto lo que votan los demás aunque sean 
mayor numero de personas y más útil y conforme su sentir, de que nace ausentarse 
los forasteros que vienen a la xunta viendo el tiempo que pierden, y arrimarse al 
partido ventajoso, o no procurar lo que no sea de su facción aunque lo contemplen 
de mayor utilidad pública. A que se añade que los naturales no están satisfechos de 
estas xuntas por ver la poca utilidad que les produce en sus providencias e imbersión 
de sus caudales y manejo, que, aunque sea con la pureza correspondiente y de que 
nos es dada, es bien que el público se satisfaga, y no sospeche de ver casi siempre 
en unos mismos los oficios de diputados y votantes, y que se soliciten con tanto 
ahínco los votos sin reparar en medios indecorosos. Por lo que y para el remedio de 
todo y sincerar la conducta y manejo de esta Xunta y sus yndividuos y vocales, en 
lo futuro contempla el que ve por muy combeniente que se determine y aquerde lo 
siguiente: que ninguno pueda tener ni admitir para dicha xunta  ni votar en ella, más 
poderes que los que compongan un solo voto”. Por su parte, estas son las palabras 
de Pedro Miranda: “Siendo de este noble Principado una de las prerrogativas mayores 
la facultad y privilegio de congregarse sus concejos por medio de sus apoderados o 
representantes en Junta General trienal para procurar por medio de sus conferencias 
y discusiones la forma de unos acuerdos saludables al bienestar de los pueblos, a 
quienes representan, se advierte hallarse estos indevidamente privados de aquella 
personal representación enerbada por el pernicioso abuso de la acumulación de los 
poderes. Qualesquiera de los señores que componen esta respetable Junta conocerá 
quán opuesta es esta práctica a las ordenanzas fundamentales de ella, desviándose 
con semejante introducción de aquella livertad constitucional con que la real persona 
ha querido distinguir esta noble provincia. Y para que esta restablezca aquella original 
y peculiar representación de cada uno de los concejos en su Junta General, combiene 
que esta acuerde representar al Supremo Consejo semejante abuso y sus perjuicios, 
a fin de que ningún vocal de la Junta General pueda presentarse en ella con mas 
poderes que los de un solo concejo”. 

75 El acuerdo se adoptó en la sesión de 27 de mayo de la Junta General de 1799, a 
propuesta del marqués de Camposagrado, apoyado por Ramón de Miranda Solís. Dicho 
acuerdo será concretado en la siguiente Junta de 1802 (sesiones de 9 y 10 de junio) a 
propuesta del sustituto del procurador general, Nicolás de Ribera, que promovió y logró 
que se aprobase la proposición de Antonio Carreño según la cual un procurador podría 
acudir a la Junta General con los votos de tres concejos del grupo de las obispalías (que 
valían un tercio de voto cada una), con dos medios votos de dos concejos del grupo de 
los realengos, o con medio voto de un concejo del grupo de realengos y un voto de un 
concejo del grupo de las obispalías (es decir, un tercio de voto), de tal modo que nunca 
se sobrepasase el límite de un voto por apoderado. AHA, Junta General, libros 120 y 
123.

76 El recurso lo provocó una representación presentada en la Junta General de 
1802 (sesión de 9  de junio) por Lope Benito de Ron y Queipo, que era teniente del 
alférez mayor del Principado de Asturias, cargo ostentado por los condes de Toreno. 
Estos tenían un voto en la Junta General, y el acuerdo les impediría obtener la 
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Más atrevido aún se mostró Alonso Canella, abierto a los trascen-
dentales cambios sociales y políticos que ocurrían en su tiempo, cuando 
defendió, prácticamente en solitario -con la excepción del genial Andrés 
Ángel de la Vega- la normativa de 1785 que perpetuaba los contratos de 
arrendamientos, salvo causas determinadas que legitimaban la subida 
de rentas o el desahucio. Llamada por unos “ley de protección de colo-
nos” y por otros “indulto de los impagos de rentas”77. Unos buscaban su 
amparo en la autoría de la norma de Campomanes y otros alegaban en 
su contra las opiniones de Jovellanos78. Lo cierto es que la mayoría de 
los gobernantes provinciales identificaron los intereses de dicha provin-
cia con los propios de los nobles y hacendados. En todo caso, el asunto 
está vinculado a la representación, la participación en el gobierno y la 
determinación de la voluntad general a través de leyes, que era el nuevo 
parámetro de legitimidad del derecho capaz de desplazar el bien común. 
Se apoyaba, así, minoritariamente y en cierto modo, a colectivos hasta 
entonces excluidos de la representación y el gobierno local y provincial, 
monopolizados por la hidalguía; ya no solo se trataba de incorporar e 
incluso preferir a los propietarios-hacendados, que era una opinión gene-

representación de cualquier otro concejo. Se recurrió por vulnerar el derecho y 
libertad de los concejos “para dar sus poderes al sujeto o sujetos que fuesen de su 
confianza, aunque tubiesen la de otros, y su correspondiente poder o representación”. 
El recurso lo firmaron el marqués de Gastañaga, Pedro Peón Heredia, el marqués de 
Vistalegre, Matías Menéndez de Luarca, Vicente Valdés, Juan Arias, Joaquín Sánchez, 
José Campo Osorio, Narciso López y, curiosamente, Bernardo Estrada Valvidares, que 
seguramente entendió que el voto del alferez mayor debía excluirse de la limitación 
de la acumulación de poderes. Se presentó ante el Consejo de Castilla, que, por Real 
Provisión de 23 de septiembre, pidió informe a la Junta General, que defendió el 
acuerdo de 1799 a través del marqués de Camposagrado (sesión de 20 de octubre de 
1802). Finalmente, el acuerdo de 1802, excluyó de la limitación de la acumulación 
(un voto como máximo por apoderado) al voto entero de los alfereces mayores del 
Principado. AHA, Junta General, libro 123. La representación del teniente de alférez 
mayor puede consultarse en los fols. 325 r.-326 v. 

77 La postura totalmente minoritaria en favor de la normativa de 1785 fue mantenida 
por Alonso Canella en la Junta General de 1793 (sesión de 16 de septiembre) y en la 
Junta General de 1802 (session de 9 de julio), en esta última apoyado por Vega. AHA, 
Junta General, libros 117 y 123. Sin embargo, desde 1786 hasta, al menos, 1802 la 
Junta General recurrió contra la normativa de perpetuidad de los arrendamientos, muy 
querida por los colonos asturianos, y aplicada por la Real Audiencia de Asturias y la 
de Valladolid. La Real Cédula de 6 de diciembre de 1785 está vinculada, sin duda, al 
Real Decreto de 29 de junio del mismo año, que estableció la nueva contribución de 
frutos civiles, que gravaba las rentas de los hacendados por arrendamientos de tierras, 
como equivalente a las alcabalas y cientos de los demás vasallos (frutos naturales e 
industriales), una imposición también muy combatida desde Asturias. Se trataba de 
contrarrestar el previsible riesgo de aumento de las rentas, a través de la desviación 
de la contribución a la renta del arrendamiento. Vid. Marta Friera Álvarez, “La Junta 
General del Principado de Asturias contra la normativa sobre arrendamientos de 1785”, 
en Anuario de Historia del Derecho Español, 70, 2000, pp. 379-404.

78 En este ámbito, Campomanes también era una minoría entre los ilustrados, que ya 
adelantaban una doctrina liberal en cuanto a la propiedad, vinculada a la representación. 
Entre otros, el propio Jovellanos, en su Informe sobre la Ley Agraria (1795), op. cit.
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ralizada entre los ilustrados más o menos progresistas o conservadores, 
sino incluso -y esto era lo extraordinario- a otros sectores calificados, 
por otros procuradores o diputados, de “aldeanos estúpidos” que debían 
permanecer ajenos sin representación ni participación en el gobierno79.

Por su parte, Andrés Ángel de la Vega defendió, en mi opinión, como 
nadie, en Asturias, el nuevo concepto de representación que se abría 
paso, que suponía el abandono del mandato civil imperativo -que regía en 
la Junta General, en la que los apoderados de los concejos eran represen-
tantes mandatarios, que recibían instrucciones de sus representados, los 
concejos, y tomaban de estos el sentido del voto, consultivo y no decisi-
vo- para asumir una nueva representación política, que triunfará con la 
implantación del liberalismo. Además, en un mundo en el que los muni-
cipios, como corporaciones territoriales, eran aún las personas titulares 
del derecho de representación en el cuerpo de provincia, Vega defendió 
una representación, si bien no basada todavía en un derecho de sufragio, 
sí en principios racionales, como era la proporcionalidad con la pobla-
ción de la comunidad representada80; pero, sobre todo, Vega manifestó 
la definitiva y fundamental posibilidad de alterar o reformar costumbres, 
siquiera fuese calificándolas de abusos en vez de derechos.81  

Conectado con esta idea, también es muy interesante analizar cómo 
estos mismos juristas, ya políticos locales y provinciales e incluso na-

79 Son palabras Francisco Bernardo de Miranda, en su voto contrario a la propuesta 
de limitación de la acumulación de poderes, considerada por él una “buena costumbre”. 
Junta General de 1799 (sesion de 27 de mayo). AHA, Junta General, libro 120. 

80 Vega defendió los fundamentales cambios en el concepto de representación con 
ocasión de la defensa de los intereses de la ampliación de la representación del concejo 
que le eligió apoderado en la Junta General de 1802 (sesión de 14 de julio), Castropol, 
en el noroccidente asturiano, que engloba, en realidad, trece pequeños y poblados 
concejos, que, juntos, solo tenían un tercio de voto, por su origen e historia medieval 
señorial, constitutiva de derechos adquiridos e indisponibles, a pesar de que, en este 
caso, hacía siglos de la compra de las jurisdicciones concejiles por sus vecinos y su 
carácter realengo “, de hecho”. Decía así Vega: “Porque, señores, ¿qué es esencialmente 
un cuerpo de representantes y quál es su objeto inalterable, a no mudarse su esencia 
misma? Es un cuerpo de personas que obran con poder de aquellos que representan, y 
que, por no poder reunirse en un mismo lugar, cometen a otro sus facultades para que 
hagan lo que ellos harían y espresen su voluntad, de manera que los representantes 
deven estar entre sí en aquella misma proporción en que están los representados, 
para que la representación se haga con justicia y con exactitud. Si quarenta concejos, 
pues, compusieran todo el Principado, ya que por concejos se distribuyeron los votos 
sin atender a la mayor población, ni a las mayores contribuciones, quarenta deberían 
ser los representantes, para observar la justicia y proporción exacta de que acabo de 
hablar”. AHA, Junta General, libro 123, fols. 83 v.-96 v.

81 Continúa, en la misma representación citada en la nota anterior: “Todo, señores, 
por decirlo de una vez, está en un total e intolerable desarreglo con respecto a la 
representación del Principado en su Junta General, desarreglo que poderosamente 
influye así en sus deliberaciones como en las de la diputación nombrada por aquella. Y 
la costumbre, o más bien el abuso, ¿será un obstáculo insuperable para que se trate de 
cortar este mal en su raíz? La costumbre, único baluarte que oponen la preocupación y 
los intereses personales a las útiles y aun necesarias reformas”
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cionales, en los orígenes del constitucionalismo liberal, configuraron, a 
pesar de su racionalismo, el fuerismo asturiano, es decir, defendieron la 
existencia y adaptación de unos derechos propios consuetudinarios para 
su supervivencia en la cultura jurídica estatal y legal que ellos mismos 
provocaron.

Los ilustrados y primeros liberales tenían, podemos decir, alma de 
legalistas y corazón de fueristas, y fueron fundamentales en la configura-
ción contemporánea de Asturias como provincia. Dicho brevemente82, los 
derechos propios o fueros se convirtieron en derechos históricos o fora-
les que, por un lado, fuesen capaces de constituir y legitimar el derecho 
patrio y legal que se pretendía, y, por otro, a la vez, de limitar cualquier 
poder, real o incluso nacional.

Se acabó defendiendo, así, una forma de organización, representa-
ción y gobierno propios, que se entendían determinantes para la sub-
sistencia de una provincia que precisamente se había consolidado a lo 
largo de la segunda mitad del siglo XVIII como respuesta a la crisis de 
las potestades locales y la superposición de la potestad gubernativa real 
al resto. También se sometía a esta la provincia, pero con la garantía del 
respeto a los derechos propios alzados como límites al nuevo poder sobe-
rano que, si no, se convertiría en absoluto en cuanto ilimitado. 

La primera vez que en Asturias, por lo que yo sé, se pronuncia el tér-
mino constitución con el nuevo significado moderno -para sus contempo-
ráneos- de forma de organización de la comunidad socio-política y límite 
al poder fue en 1781, en una representación elevada al rey firmada por 
el hijo de Campomanes, Sabino Rodríguez Campomanes, que era agente 
del Principado en Madrid, y por Joaquín José Queipo de Llano, abuelo 
del también aquí citado VII conde de Toreno, que fuera diputado liberal 
en las Cortes de Cádiz. Esa constitución se identificaba con los fueros y 
derechos adquiridos por la provincia, llamados ya constitucionales, que 
fueron desvinculándose muy poco a poco de los propios de la nobleza (las 
primeras referencias a las leyes fundamentales de la Monarquía se iden-
tificaban con el servicio voluntario servicio voluntario y el no sorteo en 
las milicias y así como el mantenimiento de las exenciones de fiscalidad 
real general)83. 

82 Me he explayado en Marta Friera Álvarez, “La apelación a los fueros de Asturias en 
el tránsito al Liberalismo (1808-1843)”, en Derechos, mitos y libertades en la formación 
de la modernidad política en la España Contemporánea, Coord. Guillermo Vicente y 
Guerrero, Tirant lo Blanch, Valencia, 2024, pp. 147-192.

83 El término constitución se utilizó por primera vez en el seno de la Junta General en 
una representación contra la Real Orden de 10 de mayo de 1777 que mandaba completar 
el Regimiento de Milicias de Oviedo con nobles sorteados si no había suficiente número 
de pecheros, un asunto para el que la Junta General había comisionado como diputados 
en Madrid a Ignacio de Merás Queipo de Llano y a Sabino Rodríguez Campomanes. Vid. 
juntas generales de 1781 (sesión de 4 de septiembre) y 1784 (sesión e 20 de agosto). 
AHA, Junta General, libros 113 y 114. 
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El uso de la nueva terminología se fue generalizando en la práctica 
institucional del gobierno provincial para defender un autogobierno pro-
vincial como límite a la suprema potestad real; era una forma propia e in-
disponible de organización, representación y gobierno de una comunidad, 
en este caso una constitución provincial, formada por la costumbre y la 
historia, que se situaba plenamente dentro de la constitución política del 
reino y de la Monarquía, como núcleo esencial e inalterable de la misma. 
Como buenos regalistas, estos ilustrados asturianos consideraron que tal 
derecho o libertad constitucional -son palabras del ya citado Pedro Miran-
da Flórez- para representarse y gobernarse a sí mismos era tanto un de-
recho adquirido e histórico, como natural, que se tenía por la comunidad, 
en este caso Asturias, pero también concibieron ese derecho como privi-
legio concedido de distinción por la potestad real; había que unir ambas 
naturalezas para una nueva definición de derechos indisponibles84. 

Como es sabido, Jovellanos elevó la constitución histórica o inter-
na asturiana a cuestión nacional en sus escritos de alegato presentados 
ante la Junta Central en 1809 tras la supresión por la fuerza militar de 
la Junta de gobierno de Asturias, que defendió como indisponible e inal-
terable85. En Asturias se encontró, además, el lugar de origen de la nueva 
nación española, con el restablecimiento en el reino cristiano medieval de 
la Monarquía visigoda, tan al gusto del goticismo ilustrado que hereda-
ron los primeros liberales de Cádiz, para dotar de continuidad histórica 
y legitimidad jurídica a la nueva patria y nación y su derecho legal, y a 
los nuevos principios, con las consiguientes reinterpretaciones y adapta-
ciones de derechos. Desde el origen y de manera interrumpida, Asturias 
habría estado gobernada por su propia constitución, integrada por unos 

84 Pedro Miranda Flórez, en la Junta General de 1793 (sesión de 19 de septiembre), 
habló de “libertad constitucional” para referirse al derecho de Asturias a representarse 
y gobernarse mediante su Junta histórica, a la vez que defendió, como ya hemos 
dicho, una nueva forma de representación de los pueblos en la institución de gobierno 
provincial, precisamente, a través, en este caso, de la limitación de la acumulación de 
poderes y votos. Vid. sus palabras, supra, en nota 74.

85 “El Principado de Asturias desde el restablecimiento de la Monarquía goda fue 
gobernada por su propia Constitución […]; esta su constitución fue mantenida y 
conservada por espacio de diez y ocho siglos, sin que las interrupciones del despotismo 
se hubiesen atrevido a violarla. […] cuya naturaleza mirará Vuestra Majestad mismo 
como inviolable, pues no cabe en su suprema justicia el alterar la constitución interior 
de los pueblos”. Jovellanos escribió tres representaciones en defensa de la Junta 
asturiana dirigidas a la Junta Central, que firmó junto con Francisco Bernaldo de 
Quirós, marqués de Camposagrado, en Sevilla, el 5 de mayo, el 6 y el 10 de julio de 
1809. Las cito por Gaspar Melchor de Jovellanos, Memoria en defensa de la Junta 
Central, Clásicos asturianos del pensamiento político, Junta General del Principado 
de Asturias, Oviedo, 1992, tomo II (apéndices), pp. 87-101. Las palabras que he 
reproducido en el texto son de la segunda representación (pp. 89 y 90). Una edición 
más moderna y comentada, en Gaspar Melchor de Jovellanos, Obras completas. 
XI. Escritos políticos, Edición crítica, estudio preliminar, prólogo y notas de Ignacio 
Fernández Sarasola, Ayuntamiento de Gijón, Instituto de Estudios del siglo XVIII, 
KRK ediciones, Oviedo, 2006.
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derechos previos al pacto de sujeción dentro de la Monarquía hispánica y 
sin vulneración por parte de ninguna legítima potestad86. 

Al mismo tiempo, un Flórez Estrada, todavía más ilustrado que libe-
ral, emplearía parecidos argumentos ante la misma Junta Central, para 
defender como procurador general de Asturias sus fueros y privilegios 
históricos y un derecho de contrafuero en caso de vulneración, aunque 
todo bajo una terminología constitucionalista, que adelantaba un nuevo 
significado87.

Que Asturias tenía una constitución se difundió, además, fuera de 
las fronteras ya nacionales. Nada más y nada menos que por los minis-
tros de Jorge III, por las autoridades británicas, cuya Monarquía se había 
presentado al mundo como el modelo y ejemplo de poder limitado por 
una constitución, pactista, mixta, templada y constitucional -frente no 
solo al despotismo, sino al absolutismo-, lo que la convertía en la “única 
nación del mundo verdaderamente libre e independiente”, en palabras 
de Andrés Ángel de la Vega, siempre anglófilo88. En el verano de 1808, 
George Canning, el Secretario de Asuntos Exteriores, dejó por escrito el 
reconocimiento de que el Principado tenía una constitución89. 

86 Muy claramente, ya en 1760, el mismo Gaspar Melchor de Jovellanos, en su 
“Reseña de la Junta General del Principado de Asturias” había dicho: “porque, erigida 
la corona de León y refundida en la de Castilla, Asturias conservó siempre su primitivo 
gobierno, quedándole la constitución municipal que de tan antiguo establecieran los 
ilustres fundadores de la corona. Puede consultarse en Obras de don Gaspar Melchor 
de Jovellanos, op. cit. 2, p. 508. El texto pudo ser un borrador del artículo “Oviedo” para 
el Diccionario Geográfico de la Enciclopedia Española, enviado por Jovellanos a Carlos 
González Posada. Vid. en la misma obra señalada, p. 190, “Correspondencia familiar 
con Don Carlos González Posada” (Gijón, 17 de enero de 1795).

87 Flórez Estrada firmó su representación, como procurador general del Principado 
de Asturias, en defensa de la Junta de gobierno suprimida en mayo de 1809, en Cádiz, 
el 10 de diciembre de 1809. AHN, Estado, legajo 2, D, números 1-5 y 6-10. Vid. Charles 
Lancha, Álvaro Flórez Estrada, 1766-1853, ou Le libéralisme espagnol a l’épreuve de 
l’historie, Université des Langues et Lettres de Grenoble, París, 1984, pp. 21-23, que da 
noticia de otra representación posterior, de 22 de diciembre de 1809, en la que solicitaba 
a la Junta Central licencia para responder públicamente a las acusaciones del marqués 
de La Romana. Una copia de la respuesta a esta representación, fechada en Sevilla el 
25 de diciembre, se encuentra en el Archivo Municipal de Gijón, Archivo de Marcenado, 
Casa de Navia, caja 89. Por el marqués de Santa Cruz de Marcenado, que sustituyó 
a Flórez Estrada como procurador general del Principado durante su ausencia de la 
provincia, sabemos, precisamente, que la licencia no se logró, sino que, al contrario, 
el juez de imprenta retuvo tal representación. La representación del marqués de Santa 
Cruz, de 10 de enero de 1810, también se custodia en el AHN, Estado, legajo 2, D, 
números 1-5.

88 Son palabras de Vega en una carta a Henry Wellesley, firmada en Cádiz, el 24 
de febrero de 1812, custodiada en Vaughan Papers, en la Universidad de Oxford. En 
este caso, solo tengo disponible la versión de Alicia Laspra, “Andrés Ángel de la Vega 
Infanzón…”, op. cit., p. 61.

89 En una carta a Jorge III, de 11 de junio de 1808: “La asamblea de la Junta de 
Asturias es una asamblea regular y legítima, reunida según la constitución establecida 
en ese Principado y no una asamblea autoconstituida de repente por las exigencias del 
momento”. Por su parte, a Canning informaba el comisionado británico en Asturias, 
John Hunter (vid. informe de 22 de agosto de 1808): “La junta que ahora se encuentra 
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Por su parte, el Gobierno invasor, el francés, en el mismo verano de 
1808, también consideró y respetó los derechos históricos de represen-
tación y autogobierno asturianos, cuando convocó a un representante de 
su Diputación foral para la Asamblea de Bayona, del mismo modo que a 
las provincias vascas y Navarra90. 

Los propios liberales españoles, incluso los más revolucionarios de 
las Cortes de Cádiz -entre ellos, Argüelles y Toreno-, apelaron al gobier-
no tradicional desde el ya citado goticismo historicista, y buscaron en 
dichas diputaciones tradicionales, ya llamadas forales, la legitimidad de 
las muy francesas y novedosas diputaciones provinciales, incluida la de 
Asturias91. 

Solo la importante presencia de los asturianos en el proceso de con-
vocatoria -Jovellanos y Flórez Estrada- y en las propias Cortes de Cádiz 
-Argüelles, Toreno, Vega y Vázquez Canga- explicaría que Asturias se 
equiparase a las provincias vascas y el reino de Navarra en los inicios del 

reunida no es una asamblea formada a raíz de una revolución, como ha sucedido en casi 
todas las demás provincias, sino que es una asamblea que, siguiendo las constituciones 
del Principado, se reúne cada tres años para discutir los intereses generales y votar los 
tributos de la Corona”. Ambos documentos los reproduce Alicia Laspra Rodríguez, Las 
relaciones entre la Junta General del Principado de Asturias y el Reino Unido..., op. cit., 
pp. 42-43 y 258-260.

90 Instrucciones 10, 11 y 14 para las diputaciones de Navarra, Vizcaya, Guipúzcoa, 
Álava y el Principado de Asturias (“que la Diputación del Principado de Asturias nombre 
así mismo un sugeto de las propias circunstancias”). Las instrucciones y la orden de 
convocatoria “a la Diputación General de Españoles” pueden consultarse en las Actas 
de la Diputación General de Españoles que se juntó en Bayona el 15 de junio de 1808 en 
virtud de convocatoria expedida por el Gran Duque de Berg, como Lugarteniente General 
del Reino, y la Junta Suprema de Gobierno con fecha de 19 de mayo del mismo año, 
precedidas de dicha orden convocatoria y de los poderes y órdenes que presentaron los 
que asistieron a ella, y seguidas del proyecto de Constitución consultado por el Emperador 
a la misma; las observaciones más notables que sobre aquel proyecto se produjeron, y la 
Constitución definitivamente hecha, que fue aceptada por la misma Diputación general en 
7 de julio del propio año, Imprenta y Fundición de J. A. García, Madrid, 1874, pp. 5-6.

91 “Se formaron estas diputaciones a ejemplo de las de Navarra, Vizcaya y Asturias, 
la cuales, si bien con facultades a veces muy mermadas, conservaban todavía bastante 
manejo en su gobierno interior, especialmente las dos primeras”. Así hablaba Toreno, sin 
embargo, firme defensor de que la unidad de la soberanía nacional impedía reconocer 
cualquier naturaleza representativa a los gobiernos provinciales. Era miembro nato, por 
cierto, de la junta tradicional asturiana como alférez mayor del Principado. Historia del 
levantamiento, guerra y revolución de España, op. cit., p. 392. En cuanto a Argüelles, 
que sepamos, apenas se refirió al gobierno tradicional de Asturias. Como decíamos, al 
contrario que sus compañeros Toreno, Vega, Vázquez Canga, e incluso Flórez Estrada, 
ni él ni su familia habían participado en dicho gobierno. Solo conozco una referencia 
suya a la Junta General asturiana, en las Cortes de Cádiz (sesión de 12 de septiembre 
de 1811), precisamente para defender el nuevo derecho de sufragio a través de la 
reinterpretación de la representación de la comunidad. Si la tradicional podía calificarse 
de popular, por qué no iba a admitirse la consagración constitucional del sufragio: “he 
vivido en mi país veinte y dos años y jamás he visto entre sus vocales a ningún marinero, 
labrador, artesano u otra persona popular” porque la Junta “siempre se ha compuesto 
de los caballeros del país”; y, sin embargo, “muchos eran elegidos popularmente”. Diario 
de sesiones de las Cortes Generales…, op. cit.
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liberalismo español92. Todos coincidían entonces en la existencia de un 
gobierno y constitución propios de Asturias. Salvo Argüelles, como he-
mos dicho, todos estos hombres tenían experiencia familiar y propia en 
el gobierno tradicional de la provincia, como apoderados o procuradores 
de sus concejos de influencia en la Junta General, diputados, abogados 
e incluso procuradores generales.

Otra vez de vuelta a Asturias, ya para terminar este viaje en el tiem-
po, la entrada en vigor de la Constitución de Cádiz se consideró y juró 
“sin perjuicio de los fueros, regalías, libertades y antigua constitución 
del Principado, que no deben entenderse derogados”, sino solo suspen-
didos por las circunstancias extraordinarias, como extraordinarias eran 
las propias Cortes93. Y para la defensa de dicha constitución histórica se 

92 Cuando se estaba preparando la convocatoria de las Cortes, se debatió sobre los reinos 
y provincias que no tenían voto en las Cortes de Castilla, pero sí sus propias instituciones 
de representación y gobierno. Sin duda, la influencia de Jovellanos en esta primera parte 
del proceso hizo que Asturias se incluyese como provincia con representación propia. 
Así decía en 1809, al reflexionar sobre las dificultades de determinar la composición de 
unas Cortes, patrias ya (una vez derogadas las de la Corona de Aragón tras los Decretos 
de Nueva Planta), pero que todavía serían estamentales y corporativas, compuestas por 
las ciudades con derecho de voto: “Es decir, Aragón, Navarra, Cataluña, que como reinos 
abrazan ciudades y aun villas de voto en sus Cortes, ¿consentirán en que se las excluya 
[…] admitidas todas las de Castilla? Y no hablo de Asturias, que en sus cortecillas reúne, 
según creo, treinta y tantas municipalidades o, por mejor decir, votos (algunas no tienen 
más que medio voto), y su población se acerca a 400.000 almas. Ni tampoco las Tres 
Provincias, donde los votos se reunían del mismo modo en cada una de ellas”. Carta de 
Jovellanos a lord Hollad, fechada en Sevilla, el 12 de junio de 1809, y carta de Holland a 
Jovellanos, fechada en Cádiz, el 14 del mismo mes y año. En Obras de D. Gaspar Melchor 
de Jovellanos, op. cit., 4, pp. 400-401 y 404. Precisamente, la Comisión de Cortes que, 
en enero de 1809, mantuvo la reunión corporativa de las mismas, puso a Asturias como 
ejemplo de cuerpo compuesto por estamentos, como las Cortes de Castilla hasta 1538, 
las de Aragón hasta el siglo XVIII, las de Navarra y las juntas de las provincias vascas. 
Fue entonces este el argumento utilizado para no alterar “nuestra constitución” sino 
para conservarla y repararla, no para derogar “nuestras leyes fundamentals”, sino para 
defenderlas y restablecer su observancia. Sería Jovellanos, firmante de tal dictamen, 
insistimos, el que incluyó a Asturias. Incluso cuando, al final del proceso, se convoquen 
Cortes elegidas por sufragio, que serán las Cortes de Cádiz, y estas establezcan una 
nueva organización provincial, pensada ya como periferia y administración del único 
poder central, no se escapará que las uniformes diputaciones provinciales, a las que 
en un primer momento se negó cualquier naturaleza representativa, de modo que eran 
delegadas del Gobierno en las provincias en que se dividió la nación, tenían el mismo 
número de siete miembros que la diputación asturiana delegada de la Junta General 
tradicional, en lo que quizás influyó, por su parte, el diputado Vega Infanzón o incluso 
Flórez Estrada con su proyecto de constitución para la nación española presentado a la 
Junta Central en 1809. 

93 Si en octubre de 1810 se acordó reclamar ante el Gobierno Central “la conservación 
de convocar y celebrar sus juntas generales ordinarias y extraordinarias bajo de aquellas 
leyes constitucionales y que le han servido de gobierno desde antigua costumbre” e 
incluso se amenazó con suspender en la provincia la Real Orden que reducía el número 
de miembros de las juntas provinciales extendidas por toda la nación, porque vulneraba 
“las regalías constitucionales del Principado, sus fueros y su antigua constitución”, en 
1811 se apeló a la posibilidad de adaptar la peculiaridad asturiana al nuevo orden y 
se insistió en que la implantación del nuevo gobierno provincial se haría, en todo caso, 
sin perjuicio de la constitución antigua: “en el Principado no hay más necesidad de 
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pidió entonces auxilio a los diputados asturianos en las Cortes de Cádiz 
-en concreto, Pedro Inguanzo, Felipe Vázquez Canga y Fransico Sierra 
y Llanes-, como si fuesen los nuevos diputados nacionales los mismos 
comisionados que acostumbraba a enviar el Principado de Asturias a la 
Corte para la defensa de sus intereses, en un momento de tránsito del 
mandato imperativo al representativo94.

Los últimos defensores de este incipiente, a la vez que fallido, fueris-
mo asturiano fueron también reconocidos liberales, ya en un momento 
de implantación definitiva del constitucionalismo en 1834, que incluso 
denunciaron un agravio comparativo con dichas provincias vascas y Na-
varra y amenazaron con la deriva de la provincia a la causa carlista95. 
Eran estos ya una tercera generación de juristas políticos, como el citado 
Manuel María Acevedo y los reconocidos abogados Ramón Álvarez Val-
dés y José Caveda y Nava96. Son estos, quizás, los últimos ejemplos de 

más juntas que la Diputación que por la misma constitución se prescribe compuesta 
de los siete vocales nombrados por la misma Junta del Principado que cada tres años 
acostumbra celebrar”. De este modo, las nuevas normas e instituciones de gobierno 
provinciales se entendieron en Asturias como medidas interinas, excepcionales y 
temporales por las circunstancias de la guerra, “sin perjuicio de los fueros y constitución 
de la provincia”, que no deben entenderse derogados”. Vid. la representaciones contra 
la Real Orden de 17 de junio de 1810, en las sesiones de 18 de octubre de 1810, 30 de 
enero y 13 de febrero de 1811; la representación contra la Real Orden de 18 de marzo de 
1811, en las sesiones de 30 de abril, 10 de mayo y 14 de junio de 1811; el oficio de 12 de 
junio de 1811 del Comandante General en la provincia, Francisco Javier Losada, leído 
en la Junta asturiana celebrada el 15 de junio de 1811; y el informe de la Diputación 
General al Rey, una vez derogada la obra de las Cortes de Cádiz, fechado el 18 de enero 
de 1816. AHA, Junta General, libros 60, 127, 129 y 130.

94 Sesión de 10 de mayo de 1811. AHA, Junta General, libro 129.
95 “Esta falta tan notable ofrece un sentimiento general en los naturales de esta 

provincia, porque de ella se puede deducir, ya la desconfianza con que son mirados por 
el Gobierno de Vuestra Majestad, ya el desaire que han recibido y están sufriendo, ya la 
desigualdad, comparados con las Provincias Vascongadas y Navarra, a quienes se han 
vuelto sus fueros y privilegios, y ya, en fin, porque los malévolos tomarán ocasión para 
deshonrarles, suponiendo que están sufriendo un castigo”. Son palabras del abogado 
Ramón Álvarez Váldes. Bautizado en San Tirso, el 17 de febrero de 1788, un día 
después de su nacimiento, Álvarez Valdés fue admitido en el Colegio de abogados el 22 
de noviembre de 1813. Es autor de varias representaciones elevadas entre 1825 y 1833 
en nombre y defensa del gobierno y derechos del Principado, que lo había nombrado 
diputado comisionado al efecto, además de sus famosas Memorias del levantamiento de 
Asturias en 1808, que hoy consideramos un valiosísimo testimonio histórico, pero que 
entonces se elaboraron como defensa jurídica de los actos llevados a cabo durante la 
guerra, y que presentó en 1833 (se publicaron en 1889). Las palabras reproducidas al 
comienzo de esta nota son de la representación firmada en enero de 1833 para solicitar 
la convocatoria de la tradicional Junta General. AHA, Junta General, libro 139, fols. 
290 r.-294 r. La representación anterior de Álvarez Valdés, aprobada por la Diputación 
General de 27 de junio de 1825, en fols. 243 r.-249 v. Otras del mismo, de agosto y 
noviembre de 1829, en el libro 140, fols. 204 r.-106 v. y 206 v.-207 v. 

96 Es autor de la Memoria histórica sobre el origen de y atribuciones de la Junta General 
y Diputación, que fue elaborada como prólogo a un nuevo proyecto de ordenanzas 
provinciales impulsado en 1834, en un momento crítico en que se consideró que las 
ordenanzas de gobierno provincial eran esenciales para la subsistencia del mismo. Fue 
publicada ese mismo año: Memoria histórica sobre la Junta General del Principado de 
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juristas preocupados por la adaptación de la histórica constitucional as-
turiana al definitivo constitucionalismo liberal. Así acabó para Asturias el 
proceso de adaptación de sus fueros constitucionalizados, digamos, para 
su cabida y pervivencia en la cultura jurídica liberal. Los nuevos políticos 
-ya más que juristas, al menos en lo profesional; no en la formación, que 
continuó siendo la de Derecho- acogieron entonces -tanto liberales mo-
derados o progresistas, como perfiles más conservadores- en Asturias y 
desde Asturias la nueva organización y gobierno provincial de la nación. 
Los flamantes dirigentes se acomodaron al nuevo orden, y ocuparon los 
nuevos puestos y oficios de dicho gobierno provincial, ya no como nobles, 
ni siquiera ya como hacendados, pero sí como nuevos propietarios y ma-
yores contribuyentes, capaces de declarar no solo su voluntad particular 
sino la general de la nación a través de las leyes que, definitivamente, 
tras el proceso que hemos descrito, eran el objeto de la formación univer-
sitaria y de aplicación por los profesionales del Derecho.

En fin, habrá que seguir investigando de lo local a lo universal -en 
cuanto lo fue el liberalismo occidental- para conocer bien a estos hom-
bres entre dos culturas, y así comprender plenamente el tránsito y los 
orígenes del constitucionalismo liberal. Seguiremos buscándolos. 
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Asturias, publicada de orden de la misma, en Oviedo, por la Imprenta del Principado. 
Caveda había sido nombrado comisionado por la Junta General de 1834, junto con 
Manuel María Acevedo y Bartolomé Menéndez de Luarca, para la elaboración de dicho 
nuevo proyecto, teniendo como base el de 1805, de Ignacio Flórez Arango. La memoria 
resultante la presentó en la sesión de 10 de marzo. Junta General de 1834 (sesiones de 
10 y 11 de marzo), Diputaciones de 15 y 16 de julio y 16 de septiembre, 2, 3, 13 y 21 de 
enero y 11 de mayo de 1835. AHA, Junta General, libros 141 y 142. 


